Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 42 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Nota de la Presidencia del Senado, de 9 de abril de 2013, en la que se remiten Oficios de la 
Suprema Corte de Justicia Nros. 241, 245, 247, 248 a 250, 253 a 255 y 257, vinculados con una acción 
de inconstitucionalidad interpuesta contra los artículos 1%, 2%, 10 y 11 de la Ley N* 18.876, Impuesto a 
la Concentración de Inmuebles Rurales, de 29 de diciembre de 2011. 


Nota -vía e-mail- cursada por el señor Ministro de Educación y Cultura, doctor Ricardo 
Ehrlich, en la cual solicita ser recibido, junto con el Fiscal de Corte, doctor Jorge Díaz, a efectos de 
conversar sobre los avances en la reforma del Código del Proceso Penal”. 


-Antes de comenzar a considerar la reforma al Código del Proceso Penal, la Comisión tiene 
que aprobar el proyecto de ley sobre conservación y cuidado de espacios públicos y el relativo al 
fortalecimiento de la transparencia pública, por lo que, si los señores Senadores están de acuerdo, 
podemos invitar al Ministro de Educación y Cultura para la primera sesión en que se considere el tema 
citado en primer término, que supongo será dentro de dos o tres martes. 


(Apoyados) 
-En consideración el proyecto de ley denominado Tráfico Ilícito de Armas. 


Quiero señalar que, luego de haber tomado algunas decisiones, en especial sobre la iniciativa 
que nos hizo llegar el Servicio de Material y Armamento del Ministerio de Defensa Nacional sobre el 
tráfico ilícito de armas a nivel internacional, la Bancada del Frente Amplio estuvo trabajando en cómo 
quedaría el texto. En varios artículos ellos proponían una redacción muy complicada y nosotros 
decidimos quedarnos con la redacción original. 


Dicho esto, solicito a Secretaría que reparta a los señores Senadores la versión renumerada, 
que es muy parecida a la del 12 de abril; el señor Senador Pasquet ya la tiene. La Bancada del 
Frente Amplio estuvo trabajando en esto con la pretensión de que pudiéramos contar con una 
redacción más limpia y final; es la propuesta que presenta la Comisión sobre lo que ya está aprobado. 


Léase el artículo 1% que ya fuera aprobado. 
(Se lee:) 


“Artículo 1% (Tenencia y porte no autorizados).- Prohíbese la tenencia y porte de armas de 
fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados que no hayan sido debidamente 
autorizados por el Ministerio del Interior y por el Ministerio de Defensa Nacional. 


Se entenderá por armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados a 
los mencionados en los numerales 3 a 6 del Artículo | de la Convención Interamericana Contra la 
Fabricación y el Tráfico llícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales 
Relacionados aprobada por la Ley N* 17.300, de 22 de marzo de 2007”. 


-Adviertan, señores Senadores, que la fecha ha sido cambiada de 8 a 22 de marzo. 


Recordarán que teníamos que hacer una consulta acerca de cómo establecer los numerales; 
si lo hacíamos como habitualmente o poníamos numeral .3 a .6, por lo que Secretaría nos entrega 
este texto limpio. 


Aprovechamos la ocasión para hacerle un reconocimiento a la Secretaría de la Comisión de 
Constitución y Legislación del Senado que ha sido un poco criticada a propósito de los errores 
cometidos en el proyecto de ley relativo a matrimonio igualitario, tema sobre el que ya he elevado una 
carta al miembro informante. 


Correspondería votar nuevamente el artículo 1% con las modificaciones introducidas. 
SEÑOR PASQUET.- Quiero hacer una pregunta relacionada con el artículo 1”. 


En lo personal, no me queda claro si la prohibición está referida a las acciones de tener y 
portar armas de fuego o a las armas mismas, esto es, si se trata de que las armas de fuego, 
municiones, explosivos, etcétera, deban ser autorizados por el Ministerio del Interior y por el Ministerio 
de Defensa Nacional y que si eso no ocurre -es decir, si no son armas lícitas- entonces vienen las 
consecuencias. Confieso que inicialmente pensé que la prohibición estaba referida a las acciones de 
tener y portar armas, pero el artículo siguiente -según la versión que yo manejo- establece que: 
“Las armas de fuego, municiones, partes de armas, explosivos y otros materiales relacionados que no 
hayan sido debidamente autorizados serán incautados”. Esta norma aclararía que lo que se prohíbe en 
el artículo anterior no es la tenencia y el porte sino las armas que no hayan sido objeto de autorización. 
Esto es lo que yo entiendo, pero me gustaría saber si es efectivamente así. 


SEÑOR MOREIRA.- Si no entendí mal, hay armas que no pueden estar nunca en manos de los 
particulares, pues determinados calibres son de uso exclusivo de las Fuerzas Armadas o de la Policía. 
No sé si el señor Senador Pasquet se refiere a eso o a la autorización para la adquisición, tenencia y 
después para el porte de armas. 


SEÑOR PASQUET.- Justamente, esa es la duda que tengo: si la referencia apunta a la acción de tener 
y portar o a las armas en sí mismas. 


SEÑOR ROSADILLA.- Discúlpeme señor Senador, capaz que no estoy bien concentrado, pero no 
entiendo la pregunta. 


SEÑOR PASQUET.- Lo que estoy tratando de plantear -quizá no he sido lo suficientemente claro- es 
que, de la lectura del artículo 1%, me queda la duda acerca de si lo que se prohíbe son las acciones de 
tener y portar armas sin la debida autorización o si la referencia está hecha a las armas, explosivos, 
municiones, etcétera, que no hayan sido debidamente autorizados como, por ejemplo, una 
ametralladora o una bomba. 


SEÑOR MOREIRA.- Incluso, una calibre 45. 


SEÑOR PASQUET.- Ahora bien, como el artículo siguiente se refiere a las armas y otros materiales 
que no hayan sido debidamente autorizados, me lleva a pensar que la prohibición apunta 
efectivamente a las armas, a los objetos y no a las conductas humanas. Además, si lo que quisiésemos 
prohibir fuesen las conductas y no los objetos de las conductas, no habría por qué acotar la prohibición 
a tenencia y porte; simplemente, deberíamos establecer que la comercialización de armas no 
autorizadas queda prohibida, etcétera. O sea que quedaría prohibida toda conducta referida a armas 
no autorizadas y no solamente la tenencia y el porte. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Sin perjuicio de ceder inmediatamente la palabra a los señores Senadores 
Nin Novoa y Rosadilla, quiero decir que en la sesión pasada tuvimos una larga discusión sobre armas 
ilegales y armas que están fuera de la reglamentación. En este sentido, las armas ilegales -por 
ejemplo, bombas, que son armas de guerra- son otras; aquí no nos estamos refiriendo a las armas de 


guerra o ilegales sino a la tenencia de armas comunes y silvestres que, eventualmente, serían legales 
pero que no fueron debidamente autorizadas ni cumplieron con los requisitos necesarios. 


Luego, sobre comercialización y los delitos de tráfico internacional de armas de fuego y el 
tráfico interno, tenemos los artículos 10 y 11, que remiten a esto. 


SEÑOR ROSADILLA.- El artículo solamente establece una prohibición que se centra en aquellas 
armas o materiales que no han sido autorizados por el Ministerio del Interior o el de Defensa Nacional. 
Después describe qué se entiende por armas de fuego, municiones y otros materiales relacionados. 
En esta disposición se establece “Prohíbese la tenencia y porte”, pero quizás sería conveniente que se 
agregara una barra y la conjunción “o” para formar “y/o”, porque puede tratarse de las dos, de una o 
de la otra. Obviamente, para cualquiera de las acciones a la que hacía referencia el señor Senador 
Pasquet, necesariamente hay que tener armas. No se pueden comercializar si no se las tiene y, por lo 
tanto, también está prohibido comercializarlas, portarlas. Es decir, a partir de la prohibición de su 
tenencia, está prohibido todo lo demás, porque nadie puede comercializar lo que está prohibido tener. 


SEÑOR PASQUET.- No vale la pena trabar la discusión en esto. 
(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


-Lo que procuro es aclarar la prohibición. Distinto sería decir: “Prohíbese la tenencia y porte 
sin autorización de armas de fuego”, etcétera. Ahí sí está pensado para quien tiene un arma 
perfectamente lícita, que ingresó legalmente al país y que está dentro de las categorías que los 
particulares pueden tener, pero no tramitó la autorización ante los organismos competentes. A esa 
persona le estaríamos diciendo que eso se prohíbe. Con esta redacción tal como está, se puede 
pensar que lo que se prohíbe no es eso de no haber ido uno a sacar el permiso para tener el arma 
sino, estrictamente, tener algo que ingresó al país o que anda en plaza y se comercializa sin haber 
sido autorizado por la entidad competente. Creo que este artículo no es claro; es anfibológico tal como 
está. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si entiendo bien -todavía no terminamos de leer todo el artículo 1% el nomen 
juris es “Tenencia y porte no autorizados” lo cual indica a qué nos referimos con esta disposición. 
Después dice: “Prohíbese la tenencia y porte de armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados que no hayan sido debidamente autorizados por el Ministerio del Interior y por 
el Ministerio de Defensa Nacional.” Me parece que está claro. Cuando se dice: “Se entenderá por 
armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados a los mencionados en los 
numerales 1 a 3”, etcétera, termina de determinar el tipo de armas de fuego de que se trata, pero lo 
que se está prohibiendo son las armas de fuego no autorizadas. Creo que nosotros lo votamos así, 
pero voy a pedir a la Secretaría que vuelva a leer este artículo. 


(Se lee:) 


“Artículo 1” (Tenencia y porte no autorizados).- Prohíbese la tenencia y porte de armas de 
fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados que no hayan sido debidamente 
autorizados por el Ministerio del Interior y por el Ministerio de Defensa Nacional. 


Se entenderá por armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados a 
los mencionados en los numerales 3 a 6 del artículo | de la Convención Interamericana Contra la 
Fabricación y el Tráfico llícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales 
Relacionados aprobada por la Ley N* 17.300, de 22 de marzo de 2001.” 


SEÑOR MOREIRA.- Indiscutiblemente se refiere a la autorización -al llamado Thata- a la guía y al 
porte de armas, todo lo cual tiene una serie de requisitos que están dispuestos en determinados 
decretos, según los cuales hay que presentar Certificado de Buena Conducta, de aptitud psicofísica, 
idoneidad en el manejo de armas, medios de vida. Por tanto, todo está profusamente reglamentado y 
me parece que refiere a la autorización que da la Seccional para el Thata a los efectos de comprar el 
arma, así como a la que expide Jefatura para el porte. Creo que refiere a esas autorizaciones, porque 


el arma en sí no la pueden autorizar si es un calibre 45, por ejemplo, dado que ya está prohibida por la 
reglamentación. Vale decir que se toma en cuenta en la autorización que el arma no sea de aquellas de 
uso privativo del Ejército, la Armada, la Fuerza Aérea o la Policía Nacional. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Para tener un Máuser o un rifle 44 hay que tener un carné de coleccionista. La 
ley habilita a tener ese tipo de arma bajo esa condición. Y, efectivamente, para tener la posibilidad de 
adquirir un arma de fuego hay una reglamentación. Inclusive, creo que hay un Decreto-Ley, el NO 
10.415, sobre municiones, que debe estar vinculado a lo que aquí se menciona. 


SEÑOR MOREIRA.- Se habilita al coleccionista a tener armas de calibre no autorizado; creo que hay 
que sacarle una pieza a las armas para que no queden operativas. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Y eso, inclusive, no significa porte de armas. 
SEÑOR MOREIRA.- No la puede sacar de la colección. 


SEÑOR ROSADILLA.- Sin pretender entrar en una polémica, sino de lograr un entendimiento -ya 
había expresado que comprendía la razón planteada por el señor Senador Pasquet- creo que este 
problema se corrige porque en el artículo 5% expresamente se hace referencia a las transacciones, o 
sea, a la comercialización interna y, en el artículo 10, a la transacción internacional. En el artículo 5% se 
dice que para llevar adelante la comercialización deben estar autorizados. Por tanto, con este artículo 
se completaría esa fase sobre la que podría quedar un cierto vacío. Pienso que quizás de esa manera 
se corrige. 


SEÑOR PASQUET.- Se me ocurre que se puede subsanar si agregamos una coma después de la 
palabra “relacionados”. Por tanto, diría lo siguiente: “Prohíbese la tenencia y porte de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados, que no hayan sido debidamente autorizados”, 
y sigue la redacción como está. Creo que así queda más claro que el objeto de la prohibición es la 
tenencia y el porte. De lo contrario, el texto admite, a mi juicio, las dos lecturas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Recuerdo a los señores Senadores que este artículo ya fue votado, pero no 
tengo inconvenientes en que se introduzca el cambio planteado por el señor Senador. 


Entonces, se votaría nuevamente el artículo con la coma luego de la palabra “relacionados”. 
SEÑOR GALLINAL.- ¿Y el resto del artículo? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Recién se leyó, señor Senador. El artículo expresa: “Prohíbese la tenencia y 
porte de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados, que no hayan sido 
debidamente autorizados por el Ministerio del Interior y por el Ministerio de Defensa Nacional.” Y luego 
sigue el segundo párrafo. 


SEÑOR GALLINAL.- La pregunta se refería a que se eliminó la expresión “transporte”. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Así es. 


A los efectos de que figure en la versión taquigráfica, de manera que luego en la Cámara de 
Representantes se pueda retomar la discusión -porque nosotros ya votamos este artículo- la señora 
Representante Tourné -quien originalmente presentó esta propuesta en el Período anterior- nos planteó 
la idea de que también se contemple en la redacción la prohibición de la tenencia o porte de partes de 
armas. Por lo tanto, el artículo debería mencionar municiones, explosivos, partes de armas y otros 
materiales relacionados. Ella cree que por la Convención Internacional sobre Tráfico de Armas esto ya 
está contemplado y se podría pensar que en el concepto de materiales relacionados podrían estar 
incluidas las partes de armas, pero dado que el artículo ya fue votado, quiero dejar esto expresamente 


sentado a los efectos de la versión taquigráfica para que en la Cámara de Representantes puedan 
retomar la discusión y decidir si quieren incluir o no esa referencia. 


En el material que he repartido y que contiene el trabajo que hizo la Bancada del Frente 
Amplio, hay una numeración de corrido, pero nosotros en este momento estamos siguiendo la 
numeración del comparativo. Corresponde entonces considerar el artículo 1%/1 que ya fue votado y 
cuyo inciso tercero fue postergado. 


Léase. 
(Se lee:) 


SEÑORA SECRETARIA.- “Artículo 1%1 (Destino del material incautado).- Las armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados que no hayan sido debidamente autorizados 
serán incautados sin perjuicio de la aplicación de las normas administrativas y penales 
correspondientes. Cuando las armas de fuego sean de caza, deportivas o de colección y se encuentren 
en la situación prevista en el presente artículo, serán incautadas y depositadas en el Servicio de 
Material y Armamento del Ejército Nacional. Sus titulares o quienes acrediten tener derecho a que les 
sean reintegradas, tendrán un plazo de tres meses para acreditar dicho extremo y realizar los trámites 
necesarios para su regularización. Presentada la respectiva documentación en forma, serán devueltas 
a los mismos; de lo contrario, se producirá su decomiso de pleno derecho, una vez transcurrido el 
plazo.” 


El inciso tercero ha sido postergado y el cuarto dice: “La reglamentación determinará las 
armas de fuego que serán consideradas de caza, deportivas o de colección.” 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que en mi documento dice: “Servicio de Material y Armamento del 
Ministerio de Defensa Nacional”. Por lo tanto, pregunto por qué en este artículo se habla de “Servicio 
de Material y Armamento del Ejército Nacional”. 


La propuesta es que este inciso pase a ser un artículo separado que tenga como nomen juris 
“Armas de fuego de caza, deportivas o de colección” y que se corrija donde dice “Ejército Nacional” por 
“Ministerio de Defensa Nacional”. 


Nosotros habíamos desglosado el inciso tercero porque había una propuesta del Servicio de 
Material y Armamento del Ministerio de Defensa Nacional que decía: “Esta regularización se permitirá 
por una única vez para cada interesado, quien podrá en dicha oportunidad regularizar todas las armas 
de fuego”, etcétera. Como podrán recordar los señores Senadores, tuvimos una extensa discusión 
sobre este tema. La propuesta es que esto vaya a la reglamentación, es decir, que el inciso tercero 
que quedó desglosado no se vote y que votemos el artículo 1%/1 tal como está, transformándolo en un 
artículo específico denominado “Armas de fuego de caza, deportivas o de colección”. Este artículo 
estará compuesto por cuatro incisos: el primero de ellos que dice que cuando las armas de fuego se 
encuentren en la situación prevista en el artículo serán incautadas y depositadas en el Servicio de 
Material y Armamento; el segundo sería el que dispone que los titulares o quienes acrediten tener 
derecho -esta era la propuesta del señor Senador Gallinal- a que les sean reintegradas tendrán un 
plazo de tres meses para acreditar dicho extremo y realizar los trámites necesarios para su 
regularización; el tercero sería el que dispone que una vez presentada la documentación en forma, las 
armas de fuego de caza, deportivas o de colección serán devueltas a los titulares o quienes acrediten 
tener derecho a que les sean reintegradas, de lo contrario se producirá su decomiso de pleno derecho 
una vez transcurrido el plazo; por último, el cuarto inciso establece que la reglamentación determinará 
las armas de fuego que serán consideradas de caza, deportivas o de colección. 


Esta es la propuesta que se somete a votación, solo con una modificación de forma y la 
eliminación de aquel tan complejo inciso respecto a si la regularización se permitirá por única ver, que 
lo dejaríamos librado a la reglamentación. 


Pregunto si habría disposición para votar el artículo tal como lo he leído. 


(Apoyados) 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero hacer una aclaración ahora que lo hemos votado. Hemos desglosado la 
parte que dice “se permitirá por única vez para cada interesado regularizar todas las armas de fuego 
cuando se trata de armas de caza, deportivas o de colección”. A mi juicio, lo hemos hecho porque el 
alcance de la norma no tenía mucho sentido; además, porque más adelante vamos a establecer un 
principio general: que todo aquel que tenga un arma de fuego, sea de la condición que sea, dispone de 
un año para regularizar su tenencia. Lo que quiero significar es que mal podemos decir que esto va a ir 
en la reglamentación porque la reglamentación no puede modificar la ley. Es decir, no es que lo 
dejemos para la reglamentación; simplemente consideramos que no corresponde. ¿Por qué? Porque 
va a haber un criterio general en cuanto al plazo para la regularización. ¿Cuál es la diferencia al 
momento de la primera incautación? Que si se trata de cualquier arma, marchó, pero si se trata de 
armas deportivas o de colección, dispone de un plazo de tres meses para, primero, regularizar la 
situación y, después, para demostrar su mejor derecho y que le sean devueltas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Correcto, señor Senador Gallinal; agradezco la especificación. 


SEÑOR GALLINAL.- De ninguna manera quería corregirla sino señalar que no estamos reservando 
esa parte para la reglamentación, sino que estamos eliminando esa parte. Además, la reglamentación 
no podría ir más allá del contenido de la ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pasamos ahora al artículo 2*, que refiere a las armerías. Estuvimos 
conversando en la Bancada del Frente Amplio y la propuesta que hacemos es que en la redacción se 
sustituyan las palabras armería, cazas comerciales, etcétera, por: “los establecimientos que 
comercializan armas de fuego, municiones y otros materiales relacionados deberán estar autorizados 
por el Ministerio del Interior y el Ministerio de Defensa Nacional para la venta de dichos productos”. 
Este sería el primer inciso. 


El segundo inciso diría: “También deberán informar a dichas autoridades todas las 
transacciones en las cuales participen las mercaderías mencionadas dentro de las 72 horas”. Aquí 
extendimos el plazo de 48 horas a 72 horas para dar un poco más de flexibilidad. 


El tercer inciso dice: “Los establecimientos deberán especificar en la factura o remito 
respectivo, el nombre y documento de identidad del comprador o vendedor, su domicilio, así como la 
dirección de la mercadería cuando corresponda, lo que permitirá justificar su tránsito desde la casa 
comercial hasta el lugar de destino”. Esta redacción sustitutiva fue propuesta por el Servicio de Material 
y Armamento del Ministerio de Defensa Nacional. 


Hay un último inciso -que me gustaría poner a consideración de ustedes, ya que es nuevo- 
que me fue sugerido por la Diputada Daisy Tourné, que dice: “El comprador deberá asimismo presentar 
certificado que acredite la inexistencia de antecedentes judiciales”. 


Por otra parte, la Diputada Tourné dice que habría que incluir la obligación del comprador de 
presentar certificado de buena conducta, o sea, antecedentes. Esto ya está previsto en la 
reglamentación, pero llevarlo al rango de ley sería mucho mejor. Es lo que pide Obama 
desesperadamente, pero nosotros ya lo tenemos en la reglamentación. Por lo tanto, me parece que si 
ya lo tenemos en la reglamentación, lo podríamos incluir en la ley. La idea es que las personas con 
antecedentes no puedan a su vez tener el porte de armas de fuego. 


SEÑOR ROSADILLA.- Me opongo a eso de los antecedentes judiciales. Esto puede ser a título de 
cualquier situación absolutamente desligada de una conducta delictiva donde el porte o la tenencia de 
armas tengan alguna significación; incluso, puede tratarse de un accidente de tránsito que generó una 
causal judicial. Me parece que excluir a una persona de por vida de la posibilidad de acceder a un 
derecho simplemente por tener un antecedente judicial cualquiera, es un exabrupto. Si ello se 
estableciera para personas que hayan cometido delitos vinculados a la violencia, estoy de acuerdo y 
accedería, porque habría una causal directamente vinculada con el tema que estamos regulando, pero 
establecer así, en general, una causa judicial o antecedentes judiciales, no lo acompaño. 


SEÑOR GALLINAL.- Comparto lo que ha dicho el señor Senador Rosadilla; no solo lo comparto sino 
que me parece que no tiene sentido obligar al comprador a una prueba negativa. En todo caso, hay 
que establecer claramente cuáles son las razones en virtud de las cuales no se puede vender armas a 
determinadas personas y que las autoridades competentes -en este caso, las que van a controlar a las 
armerías- se encarguen de llevar el registro. Me parece que eso sería lo más lógico, pero pedirle a la 
persona que traiga un certificado negativo, no me parece correcto. Si se va a ser tan riguroso en el 
tema de las armas -como se pretende a través de la ley- si se van a dar competencias a los Ministerios 
del Interior y de Defensa Nacional para definir quién puede portar armas y quién no, quién puede 
venderlas o quién puede efectuar transacciones y quién no, hasta en el plazo en que debe informar, 
pues bien, establezcamos en la ley las causales en función de las cuales no se puede acceder a un 
arma, no se puede ser propietario o tener un arma, y en función de eso se llevarán los registros 
correspondientes. Por todo ello comparto la idea del señor Senador Rosadilla. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Solicito a Secretaría que nos acerque la reglamentación. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Hace un tiempo, la Secretaría nos entregó un material en la Comisión, que, en 
la parte superior, dice: “Ley N* 10.415. Municiones. Tráfico Ilícito de Armas. ¿Qué necesita, de acuerdo 
a la normativa vigente, un civil que quiera adquirir un arma de fuego? 


Ser mayor de edad y tener cédula de identidad vigente. 


Obtener el título de habilitación y tenencia de armas -Thata- para lo que es necesario presentar: 
certificado de buena conducta; constancia laboral y de ingresos; constituir domicilio y realizar un 
examen psicofísico. Además, la primera vez que se solicita el Thata también debe realizarse un 
examen práctico. 


Tiene vigencia por cuatro años, por lo que transcurrido ese plazo debe renovarse presentando 
nuevamente toda la documentación detallada. 


Si se compra un arma, la misma no se entrega hasta que se obtenga la guía correspondiente 
ante el Servicio de Material y Armamento del Ejército, el que registra los datos del arma, marca, 
modelo, calibre, largo del caño, sistema de disparo, si es de doble acción, repetición, semiautomática, 
etcétera, número de serie, dimensiones y todos los datos del propietario. 


Si se vende un arma, debe previamente tramitarse la guía ante el Servicio de Material y 
Armamento, con todos sus datos y los del comprador. El arma no se entrega hasta que se expida la 
guía respectiva a nombre del comprador. 


Todos estos requisitos son necesarios para tener un arma de fuego del hasta calibre 38 y 9 
milímetros máximo. Y para tener armas de mayor porte, como un máuser, un rifle 4440 o una pistola 
45, hay que tener carné de coleccionista, que no implica porte de armas”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En la reglamentación ya está incluida la presentación del certificado de 
buena conducta. Por tanto, creo que en este artículo no deberíamos incluir nada de lo que figura en la 
reglamentación. 


SEÑOR ROSADILLA.- Estoy de acuerdo con lo que se establece en la reglamentación, pero no con 
hablar de los antecedentes judiciales en general, al barrer. Con la obligación de la presentación del 
certificado de buena conducta, estoy de acuerdo, pero eso no son antecedentes judiciales. Uno puede 
tener antecedentes judiciales y obtener certificado de buena conducta, pues los antecedentes en algún 
momento se archivan; la persona no está para siempre en la picota pública por haber tenido un 
antecedente judicial. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De cualquier manera, la pregunta es si ustedes consideran pertinente o no 
incluir en este artículo la presentación del certificado de buena conducta o si dado que ya figura en la 
reglamentación, la inclusión de los datos del domicilio, etcétera, es simplemente a los efectos de que la 
persona pueda portar el arma desde el establecimiento en el que la compra hasta su casa. 


Pasaríamos a leer entonces la redacción del artículo 2% sustitutivo, presentado por la 
Bancada del Frente Amplio, cuyo nomen juris es “Transacciones de armas de fuego”. Dice así: “Los 
establecimientos que comercializan armas de fuego, municiones y otros materiales relacionados 
deberán estar autorizados por el Ministerio del Interior y el Ministerio de Defensa Nacional para la venta 
de dichos productos. 


También deberán informar a dichas autoridades todas las transacciones en las cuales 
participen las mercaderías mencionadas dentro de las setenta y dos (72) horas de realizadas.” 


SEÑOR PASQUET.- Creo que, en lugar de expresar “todas las transacciones en las cuales participen 
las mercaderías”, deberíamos decir: “todas las transacciones que tengan por objeto las mercaderías 
mencionadas”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene razón el señor Senador. Entonces, este párrafo diría: “También 
deberán informar a dichas autoridades todas las transacciones que tengan por objeto las mercaderías 
mencionadas dentro de las setenta y dos (72) horas de realizadas”. 


SEÑOR GALLINAL..- Al final del primer inciso se dice “para la venta de dichos productos”. Creo que el 
término a utilizar en este caso debería ser más genérico, es decir, que no deberíamos referirnos solo a 
la venta, pues puede tratarse también de una compra. No olvidemos que estas casas también 
compran. 


SEÑOR ROSADILLA.- Se podría decir: “para la comercialización”, que es en cualquiera de los dos 
sentidos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Comprendo perfectamente bien el planteo, pero no encuentro mucho sentido 
hablar de venta y compra; en todo caso, podemos poner un punto luego de “Defensa Nacional”. 


SEÑOR NIN NOVOA.- La comercialización abarca las dos cosas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El artículo quedaría redactado de la siguiente manera: “Los establecimientos 
que comercializan armas de fuego, municiones y otros materiales relacionados deberán estar 
autorizados por el Ministerio de del Interior y el Ministerio de Defensa Nacional. También deberán 
informar a dichas autoridades todas las transacciones que tengan por objeto las mercaderías 
mencionadas dentro de las setenta y dos (72) horas de realizadas. Los establecimientos deberán 
especificar en la factura, o remito respectivo, el nombre y documento de identidad del comprador o 
vendedor, su domicilio, así como la dirección de destino de la mercadería cuando corresponda, lo que 
permitirá justificar su tránsito desde la casa comercial hasta el lugar de destino.” 


SEÑOR PASQUET.- Este es un texto legal; por lo tanto, sus términos deben entenderse jurídicamente, 
salvo que se disponga otra cosa. La transacción es un negocio jurídico determinado, y este proyecto 
de ley no está haciendo referencia a eso. En consecuencia, creo que debería decirse algo así como 
“todos los negocios que tengan por objeto” o “todas las operaciones comerciales que tengan por 
objeto”. Repito: las transacciones son otra cosa. 


SEÑOR GALLINAL.- Acudí al Diccionario de la Real Academia Española porque me surgió la misma 
duda respecto al significado del término “transacción” y dice: “trato, convenio o negocio”. Me parece 
que es bastante amplio. La transacción no es en sí una categoría jurídica. 


SEÑOR PASQUET.- La transacción es un contrato en el cual las partes hacen recíprocas concesiones. 
Todos sabemos que en el lenguaje habitual tiene otro significado. Me parece que en este momento 
nada cuesta sustituir ese término por otro que evite el reparo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Cuál sería el término adecuado? 
SEÑOR PASQUET.- Podría ser “operaciones comerciales”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En ese caso hay que cambiar también el nomen jurís, que también habla de 
transacciones. 


Debemos decidir si preferimos el término “transacciones” o la expresión “operaciones 
comerciales”, si es que realmente hay diferencia entre ellos. Esto supera mi conocimiento jurídico y 
como en Sala están presentes tres abogados, creo que lo indicado es que opinen si lo adecuado es 
hablar de “operaciones comerciales”. 


SEÑOR GALLINAL.- Evidentemente, es más claro el término propuesto por el señor Senador 
Pasquet. No creo que esté mal la redacción original, pero con esta propuesta queda más claro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entiendo que todos estamos de acuerdo en cambiar el término 
“transacciones” por “operaciones comerciales”, tanto en el nomen ¡uris como en el inciso segundo, que 
dirá: “También deberán informar a dichas autoridades todas las operaciones comerciales que tengan 
por objeto las mercaderías mencionadas dentro de las setenta y dos (72) horas de realizadas.” 


SEÑOR GALLINAL.- Deberíamos hacer otro cambio. En el final inciso tercero, donde dice “lo que 
permitirá justificar su tránsito”, debería decir “lo que permitirá justificar su transporte”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Cuál es la diferencia? 


SEÑOR GALLINAL.- Consulto el diccionario y le digo el significado del término “tránsito”, pero sé que 
no significa “transporte”. Obviamente el artículo está dirigido a que no se puede transportar armas de 
fuego, pero si la persona la compró y se la va a llevar a su casa hay que permitirle que la transporte; lo 
que no hay que permitir es el tránsito del arma. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, ¿nos quedamos con la palabra “transporte”? 
(Apoyados) 


-Pues bien, en ese caso, vuelvo a leerlo: “Artículo 2* (Comercialización de armas de fuego).- 
Los establecimientos que comercializan armas de fuego, municiones y otros materiales relacionados 
deberán estar autorizados por el Ministerio del Interior y el Ministerio de Defensa Nacional. También 
deberán informar a dichas autoridades todas las transacciones que tengan por objeto mercaderías 
mencionadas dentro de las setenta y dos (72) horas de realizadas”. 


SEÑOR ROSADILLA.- Disculpe, señora Presidenta, el texto debería decir “todas las operaciones”. 


SEÑOR PASQUET.- Efectivamente; debería decir: “todas las operaciones comerciales que tengan por 
objeto las mercaderías mencionadas dentro de las setenta y dos (72) horas de realizadas”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Leo de nuevo: “También deberán informar a dichas autoridades todas las 
operaciones comerciales que tengan por objeto las mercaderías mencionadas dentro de las setenta y 
dos (72) horas de realizadas. 


Los establecimientos deberán especificar en la factura o remito respectivo el nombre y 
documento de identidad del comprador o vendedor, su domicilio, así como la dirección de destino de la 
mercadería cuando corresponda, lo que permitirá justificar su transporte desde la casa comercial hasta 
el lugar de destino”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el texto con las modificaciones propuestas. 
(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR GALLINAL.- Simplemente quisiera leer las definiciones del Diccionario de la Real Academia 
Española. 


Entre otras acepciones, la palabra tránsito significa: “Paso de un estado o empleo a otro. 
Lugar determinado para hacer alto o descanso en alguna jornada o marcha. Muerte de una persona 
santa y justa, o que ha dejado buena opinión con su virtuosa vida, y muy especialmente de la Virgen 
María”. Pero no se hace referencia a que esa muerte sea con arma de fuego. 


(Hilaridad.) 


-Otra de las acepciones dice: “Actividad de personas y vehículos que pasan por una calle, 
una carretera”, etcétera. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Señor Senador: nos ha convencido a todos. 
Corresponde pasar a considerar el artículo 3%, referente a “Datos registrales de las armas”. 


El texto dice lo siguiente: “Artículo 3” (Datos registrales de las armas).- El Ministerio de 
Defensa Nacional, a través del Servicio de Material y Armamento, brindará al Ministerio del Interior en 
todo momento que se requiera la información relativa a datos registrales de las armas de fuego 
requeridas, así como la identificación de sus titulares”. 


Quiero informar que, sobre este punto, la Diputada Daisy Tourné ha manifestado su posición 
y ha dicho lo siguiente: “En mi opinión, el registro y todo lo respectivo a armas deberían estar por fuera 
del Ministerio de Defensa como lo hace la ley brasileña. Sé que puede ser una discusión para otro 
momento, pero la proliferación de armas ¡legales en Uruguay es un problema civil, no de Defensa”. 


Consulto al señor Senador Rosadilla si quiere hacer alguna observación sobre este punto. 


SEÑOR ROSADILLA.- Estoy de acuerdo con lo que plantea la Diputada 

Daisy Tourné, pero pienso que hacer hoy ese tránsito en términos legales chocaría con la intención de 
instalar competencias y capacidades que hace largo tiempo tenemos en el país, pero que no son 
fáciles de trasladar. Creo que una acción de este tipo podría generar una situación casi de vacío. 


En síntesis, habría que pensarlo y prepararlo con tiempo. Diría que hoy  -reitero: hoy- no 
hay una institución en condiciones de sustituir al Servicio de Material y Armamento en esta tarea. De 
todos modos, en términos de proyectos, concuerdo en que esta cuestión debería estar fuera del ámbito 
de la Defensa. 


SEÑOR PASQUET.- En la misma línea que el señor Senador Rosadilla y pensando en la aplicación 
práctica de esta normativa, si hoy ya tenemos una repartición estatal que se ocupa de esto, y hasta 
donde sabemos lo hace bien  -es decir, se ocupa del tema sin dar lugar a quejas o reclamos- no me 
parece que sea indispensable cambiar y embarcarnos en todo lo que un cambio de este tipo 
aparejaría. Esto no implica sostener que el lugar natural para estas actividades sea el Ministerio de 
Defensa Nacional; no digo eso sino que lo viene haciendo sin tener problemas. Entonces, el 
comentario sería: “Si funciona, no lo toquen”, sobre todo teniendo en cuenta que, últimamente, a través 
de las leyes referidas a la custodia de establecimientos carcelarios que hemos votado, hemos tenido 
que pedir a las Fuerzas Armadas que se ocupen de tareas que tampoco les corresponden, como es la 
custodia perimetral, e incluso el control de acceso a esos establecimientos. En realidad, son tareas que 
les corresponden a otras dependencias públicas pero que hemos tenido que encomendar a las 
Fuerzas Armadas -si el Poder Ejecutivo lo dispone así- por los problemas prácticos que existen hoy. 


Entonces, frente a estas realidades y pensando en la aplicación práctica de estas 
disposiciones, yo no tocaría este texto. 


SEÑOR ROSADILLA.- Hay muchos ejemplos; ahora está el caso de la Dirección Nacional de 
Meteorología, que está transitando desde el Ministerio de Defensa Nacional hacia otro ámbito, tema 
que hubo que preparar largamente y sobre el que todavía hay que recorrer un largo camino. Y se trata 
de un aspecto mucho menos sensible y explosivo que este. Algunas veces integrantes del Ministerio de 
Defensa Nacional realizan controles de sanidad animal o de los vehículos en los pasos de frontera, a 
pesar de que no debería ser un tema de las Fuerzas Armadas porque se trata de un aspecto 
eminentemente civil. No obstante, esto se viene haciendo en el país y modificarlo implica preparar el 
cambio en la realidad antes de hacerlo en el papel. 


SEÑORA PRESIDENTA..- Entonces, entiendo que aunque podría ser de recibo la sugerencia de que el 
registro de las armas tuviera una institución especializada en la órbita civil, dado que quien tiene las 
capacidades acumuladas en este momento es el Servicio de Material y Armamento del Ministerio de 
Defensa Nacional y que construir nuevas capacidades es algo que llevaría tiempo, dejamos sentada la 
idea de que sería deseable que fuera así, pero por el momento y tratando de hacer efectivo lo que 
propone el texto, nos quedaríamos con la redacción actual, con una pequeña corrección que habíamos 
señalado. 


Quiere decir que, si no hubiera otras sugerencias, el artículo quedaría redactado de la 
siguiente manera: “(Datos registrales de las armas). El Ministerio de Defensa Nacional, a través del 
Servicio de Material y Armamento, brindará al Ministerio del Interior, en todo momento que se requiera, 
la información relativa a los datos registrales de las armas de fuego requeridas, así como la 
identificación de sus titulares”. 


SEÑOR GALLINAL.- En realidad, lo que se discutió en la última sesión era si el Poder Judicial 
participaba o no en todo esto. Creo que la Bancada del Frente Amplio propone la eliminación de su 
participación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Digamos que propone la no incorporación de la sugerencia del Ministerio de 
Defensa Nacional; no su eliminación porque en la redacción original este texto no estaba. 


SEÑOR GALLINAL.- De todos modos, hay varios que lo han sugerido, entre ellos, el Ministerio de 
Defensa Nacional. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Sí, lo sugirió el Servicio de Material y Armamento. 


SEÑOR GALLINAL.- Por eso. Entonces, la pregunta que me hago es por qué el Ministerio de Defensa 
Nacional sugiere que intermedie la Justicia. Por algo será; si los datos están en poder de ellos y 
entienden que tiene que intervenir la Justicia, debe haber alguna razón muy fuerte. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La razón está en el mismo comparativo, señor Senador. Si lo desea, 
podemos leer lo que se dice al respecto. 


SEÑOR GALLINAL..- Bueno. 


SEÑOR ROSADILLA.- En las sugerencias se dice: “Se sugiere para evitar una desviación de 
información sensible, que toda solicitud de información sea con intervención del Poder Judicial, ya que 
no corresponde que se realicen indagatorias sin noticia del juez competente”, etcétera. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me voy a permitir hacer una afirmación relacionada con el artículo anterior. 
(Dialogados.) 


-Si nosotros estamos convencidos de que el registro y la información de las armas 
corresponde a la esfera civil, no a la de defensa -dicho de otro modo: que la proliferación de armas 
antirreglamentarias o ¡legales en el Uruguay corresponde a la esfera civil, aunque no podamos ponerlo 
en la esfera civil porque no se han construido las capacidades necesarias- nos parece que esa es una 
información que debería circular sin que el Ministerio del Interior tuviera que pedirle permiso al Poder 
Judicial para pedírsela al Ministerio de Defensa Nacional porque hay una desconfianza institucional. 
Nos pareció que no era de recibo. Por otra parte, el señor Senador Rosadilla, que además fue Ministro 
de Defensa Nacional, avala esta posición. 


SEÑOR ROSADILLA.- Opino exactamente igual. Esta es una cuestión de sentido institucional y de 
poderes entre las instituciones, que no corresponde. En el Estado, esta colaboración debería ser 
abierta; por lo tanto, entiendo que no debería existir necesariamente una intervención judicial para 
obtener una información. De lo contrario, estamos en otro mundo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Yo ya di lectura al artículo; por lo tanto, no lo voy a leer de nuevo. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 3". 
(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. Unanimidad. 
Se pasa a considerar el artículo 4%, que refiere al plazo para la regularización. 


Antes de dar la palabra al señor Senador Rosadilla, doy cuenta a los señores Senadores de 
que hay una propuesta de la Bancada oficialista, por la cual en el original el plazo era de seis meses; 
otra del Instituto de Derecho Penal, que sugirió ocho meses; y, finalmente, los coleccionistas sugirieron 
un año. Finalmente, tomamos la decisión salomónica del justo medio y nos quedamos con los ocho 
meses. Eso es lo que justifica en el primer inciso el cambio en el plazo de los meses. 


Asimismo, eliminamos la referencia al término “ilegal” por los comentarios del Servicio de 
Material y Armamento del Ministerio de Defensa Nacional, que constan en la página 16 del repartido 
que obra en poder de los señores Senadores. El Servicio expresa que las armas que son objeto de 
nuestra ley son las armas no reglamentarias, las no autorizadas, no las generales, y argumenta: “ya 
que por ilegal se entiende a un arma prohibida, o de guerra, o con características modificadas, o con 
signos de identificación alterados, borrados o adulterados, o arma hechiza (arma de fabricación 
artesanal o casera que está diseñada para disparar un proyectil), o que cuenta con denuncia de hurto, 
etc., por lo que la ley no debería brindar un plazo ni conceder una oportunidad para regularizar un arma 
de fuego en esta situación. En cambio, un arma “antirreglamentaria' es un arma de fuego no registrada, 
o que poseyendo registro está sin actualizar su transferencia”. 


Eso, entonces, refiere a la modificación en el inciso a) del artículo 4%, donde se suprime la 
palabra “ilegal”. 


Pasamos al literal b). 


SEÑOR ROSADILLA.- Estuve trabajando sobre este tema tratando de traer una solución. El texto dice: 
“b) Efectúen la entrega voluntaria de las mismas en el Servicio de Material y Armamento del Ministerio 
de Defensa Nacional sin que deba justificarse su procedencia, transfiriendo su derecho de propiedad 
sin que pueda efectuarse ningún tipo de reclamo a posteriori”. 


Como esto se va a entregar sin necesidad de justificar su procedencia, podemos estar ante 
situaciones en las que no necesariamente quien entrega el arma sea el propietario. Podemos pensar 
en una situación en la que un amigo deja a otro unas armas en su casa. El que las recibe se quiere 
sacar de encima el matute, va y las entrega y no tiene por qué declarar su procedencia. Ahora bien, en 
ese acto de entrega, la persona está transfiriendo un derecho de propiedad que no tiene; no se puede 
transferir lo que no se tiene. También puede suceder que una pareja se separe y el marido se lleve las 
armas que eran de propiedad de la mujer o del padre y las entregue; tampoco en ese caso tiene 
derecho de propiedad. No se debe justificar la procedencia de las armas ni transferir o declinar un 
derecho que no se tiene. Se puede tener esas armas en la casa, juntarlas, ponerlas en un bolso, 
llevarlas al Servicio de Material y Armamento y entregarlas. En ese caso estaría entregando armas que 
quizás pudieran ser de otras personas que sí tienen derecho a tenerlas. Estoy planteando esto como 
una duda; tal vez haya una respuesta que me convenza. De todas maneras, traje un texto alternativo 
para tratar de solucionar esta situación, si es que no me convencen de lo contrario. Me parece que 
nadie puede transferir derechos que no tiene. 


SEÑOR GALLINAL.- Considero muy correcto el planteamiento que se hizo. Me da la impresión -salvo 
mejor opinión- de que la situación comprendida en este literal puede ser la siguiente: va a entrar en 
vigencia una ley en función de la cual se otorga un plazo de un año para regularizar la tenencia de 
armas. Hay una persona que tiene armas que no son de ella y no quiere estar en infracción. Entonces, 
a esa persona hay que darle un instrumento para que pueda entregarlas. ¿A quién? Al mismo que se 
las entregaría el propietario. Si ese es el propósito del artículo, habría que eliminar lo de transferir el 
derecho de propiedad sin que pueda efectuarse ningún tipo de reclamo a posteriori. De esa manera se 
le da el instrumento a la persona para que las entregue y si después aparece alguien que, enterado de 
la situación, acredita tener derecho sobre esas armas -y lo tiene- hará los trámites correspondientes 
para que se las reintegren. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero aclarar que el cambio en la redacción -recuerdo que dije que 
no tenía cambios pero sí los tiene- está en el objetivo de este inciso, que es estimular la entrega 
voluntaria de armas sin justificar su procedencia. Y ¿por qué sin justificar su procedencia? Porque 
quizás la haya comprado en una feria o sea un arma robada. Entonces, la idea es evitar que la persona 
que quiera hacer esa entrega voluntaria sea sometida a ningún tipo de escrutinio, puesto que lo que se 
pretende es incentivar la entrega. 


En definitiva, no sé cómo resolver la situación de estimular la entrega sin obligar a la persona 
a dar mayores datos relacionándola con lo que el señor Senador Rosadilla reclama sobre el derecho 
de propiedad del arma. 


SEÑOR PASQUET.- Compartiendo las observaciones que se han hecho, creo que estamos todos de 
acuerdo con que habría que eliminar lo de la transferencia del derecho de propiedad, además de hacer 
otros ajustes de redacción. Se me ocurre que el literal b) podría comenzar con la expresión: “Se 
efectúe” y no: “Efectúen”, pues el sujeto está omitido. Con esos cambios quedaría: “Se efectúe la 
entrega voluntaria de cualquier arma de fuego que se posea al Servicio de Material y Armamento del 
Ministerio de Defensa Nacional sin que deba justificarse su procedencia, renunciando al hacerlo a 
tomar reclamación posterior”. De esa manera se elimina la transferencia del derecho, puesto que quien 
las entrega renuncia a reclamar, pero eso no impide que posteriormente alguien declare que esas 
armas eran suyas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que se está generando cierto acuerdo en eliminar del literal la 
transferencia del derecho de propiedad. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Yo iría un poco más lejos y diría que después de que se entreguen armas 
antirreglamentarias sin que deba justificarse su procedencia, debería procederse a su destrucción 
inmediata. ¿Qué sentido tiene guardar armas que después el Servicio de Material y Armamento va a 


tener que regularizar? ¿Por qué no se destruyen y se terminan todos los problemas de reclamos 
posteriores? 


SEÑOR GALLINAL.- Porque puede aparecer alguien que tenga derecho a tener esas armas. 


SEÑORA PRESIDENTA..- En el mismo sentido que el Senador Nin Novoa, la Diputada Tourné dice que 
le parece muy complicado que en lugar de destruir las armas antirreglamentarias, se vuelvan a 
regularizar. 


SEÑOR ROSADILLA.- Como ya se dijo, puede suceder, incluso, que el arma sea robada y se quiera 
entregar. En ese caso, el Estado no le genera el derecho a reclamar el arma a quien la compró y pagó. 


Personalmente, comparto el espíritu de facilitar la posibilidad de quienes tienen armas, 
porque no saben qué hacer con ellas, las puedan entregar con confianza, no tengan que hacer un 
trámite largo, no sean registrados, etcétera, etcétera. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se trate de armas antirreglamentarias o no, porque la idea es propiciar un 
desarme incluso de las armas reglamentarias. 


SEÑOR ROSADILLA.- En ese sentido, en la redacción alternativa que voy a proponer elimino la parte 
de la transferencia de derechos y agrego un inciso que dice: “No se llevará el registro de las personas 
que entreguen las armas de fuego o materiales conexos. Sin embargo, se registrarán e identificarán 
de manera fidedigna las armas de fuego entregadas” -esto es, las características técnicas de las 
armas, como tipo, calibre y número- “que serán depositadas por un plazo determinado en que podrán 
ser reclamadas” y luego de eso sí se procederá a su destrucción. Creo que habría que generar un 
plazo razonable para que pueda reclamar su arma quien tiene derecho a hacerlo, porque las 
situaciones que pueden darse son diversas: van desde temas familiares o de amistad, al robo. En ese 
caso, en lugar de deshacerse de ella tirándola a un arroyo, la deja ahí, pensando, incluso, en que le 
van a dar algo a cambio. 


En síntesis, creo que lo importante es el literal c). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por un lado, tendríamos un acuerdo y, por otro, deberíamos elegir entre dos 
propuestas. 


Considero que llegamos a un acuerdo sobre la primera parte del inciso que dice: “Se efectúe 
la entrega voluntaria de cualquier arma de fuego que se posea al Servicio de Material y Armamento del 
Ministerio de Defensa Nacional sin que deba justificarse su procedencia”. Entonces, podríamos votar 
este literal. 


(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Tengo presente que nos queda por votar el literal a) pero quiero dejar en claro sobre qué 
tenemos acuerdo. 


Luego tenemos una propuesta del señor Senador Pasquet que no sé si mantiene o está 
haciendo una redacción alternativa. 


SEÑOR PASQUET.- Estaba redactando una segunda oración. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Le solicito que la lea señor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Diría así: “Quienes hagan efectiva dicha entrega voluntaria renuncian al hacerlo a 
todo reclamo posterior”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muy bien. Además de esta propuesta del señor Senador Pasquet entiendo 
que hay otra del señor Rosadilla que dice: “No se llevará registro de las personas que entreguen las 
armas de fuego o materiales conexos; sin embargo, se registrarán e identificarán de manera fidedigna 
las armas de fuego entregadas”. 


SEÑOR GALLINAL.- Comparto el inciso que votamos, que finaliza en el vocablo “procedencia” y la 
propuesta del señor Senador Pasquet, y también advierto que en la explicación de la señora 
Presidenta quedó claramente de manifiesto que la idea es que la gente sepa que hay una ley por la 
cual pueden entregar las armas. Es más, si mañana apareciera un arma en mi casa, yo saldría 
corriendo a ver quién la puede venir a buscar para que se la lleve. 


Me parece que tendríamos que darle a esa persona la seguridad de que esa acción no le 
generará una responsabilidad. La persona dirá: “Aquí hay un arma. No sé de quién es” o: “Sé de quién 
es, pero tengo mis diferencias. Entonces, la entrego, pero no quiero responsabilidades ni que después 
me vengan a reclamar. Yo cumplí con la ley”. 


Creo que la propuesta del señor Senador Rosadilla se contradice en el siguiente sentido. El 
bien dijo que tenemos que tomar en cuenta la situación hipotética de un arma fue robada y entregada a 
esta Dirección. Supongamos que luego aparece el dueño al que le fue robada y dice: “Déjenme 
entablar el reclamo correspondiente para que me sea devuelta”. Entonces, mal podemos eliminar del 
registro cómo la hubo el Ministerio de Defensa Nacional. Por ello creo que habría que exonerar a esa 
persona de responsabilidad, en tanto lo haga en cumplimiento de la ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entiendo que tenemos acuerdo en relación a lo que sugiere el señor 
Senador Pasquet, en cuanto a que no hay derecho a reclamo posterior, aunque específicamente 
desechamos la transferencia del derecho de propiedad. 


Pasemos ahora a la inquietud del señor Senador Rosadilla quien, si no entendí mal, quiere 
garantizarle el anonimato a aquellas personas que hayan entregado armas para facilitarles la entrega 
voluntaria, sin ponerlas en el compromiso de que ingresen en un registro de tenedores irregulares de 
armas. 


Por otro lado, entiendo lo manifestado por el señor Senador Gallinal: refiere a las armas y no 
a las personas. Es decir, las armas efectivamente quedarían registradas, y no así las personas, de 
acuerdo a lo propuesto por el señor Senador Rosadilla. Me parece que tenemos que discutirlo. 


En lo personal, considero que la propuesta del señor Senador Pasquet va de suyo, pero 
tenemos que ver cómo la compatibilizamos. A su vez, debemos discutir la propuesta del señor Senador 
Rosadilla de si damos el paso de asegurar en el proyecto el anonimato de las personas que tengan las 
armas o si simplemente las deslindamos de toda responsabilidad, que me parece es la propuesta de 
Gallinal. Son dos propuestas relativas a la misma cuestión. 


SEÑOR PASQUET.- Francamente, no me convence la idea de eliminar el registro porque puede haber 
situaciones en las que este puede ser útil para cumplir una finalidad legítima. 


Permítaseme una hipótesis que quizá sea de novela policial. Supongamos que alguien comete 
un delito con un arma de fuego y, para deshacerse del arma del delito, la entrega al Servicio de 
Material y Armamento del Ejército Nacional, contando con que no tendrá que justificar su procedencia, 
no se registrará absolutamente nada, ni quedará constancia de su nombre. ¡Desapareció la prueba! 
¡No puede ser así! 


Entonces, me parece bien que quede registrado y que se le entregue al individuo una 
constancia de que equis día entregó a la autoridad un arma, quedando de esta forma liberado de toda 


responsabilidad por haberla tenido. Pero si luego resulta que esa arma se utilizó en un delito, este 
individuo tendrá que dar explicaciones. Es una finalidad legítima. 


SEÑOR ROSADILLA.- Coincidiendo con el señor Senador Pasquet en la situación, pienso a la inversa, 
sobre todo si el objetivo es alentar la entrega del arma. Supongamos que en este momento tengo un 
arma en mi casa que dejó un amigo y no sé en qué anduvo esa arma. Tengo tres opciones: tirarla en 
una cantera, la trato de vender a cualquier ciudadano en la feria para sacármela de encima, o la llevo al 
Servicio de Material y Armamento. Ahora bien, si me van a preguntar y les tengo que decir que fue 
Juancito quien trajo esa arma, no voy. Como puede resultar que esa arma estuvo implicada en un 
delito -por lo que me van a venir a buscar para llevarme a ver dónde está Juancito- directamente no 
voy. Si una persona tiene esa sospecha, la persona va y denuncia el hecho, pero si no la tiene, no tiene 
sentido el registro; no va a tener problemas. 


Aquí se dice que se registrarán e identificarán las armas de manera fidedigna. Entonces, si 
uno lleva un arma al Servicio de Material y Armamento, al ingresar sus características automáticamente 
en pantalla aparece quién es el dueño, quién la compró, etcétera. Ahora bien, si el arma está declarada 
como robada y se caracterizó por haber sido identificada, etcétera, es instantáneo, sale 
automáticamente, salvo que se trate de un arma que ingresó ilegalmente al país u otras excepciones. 
Pero respecto a las armas que entraron regularmente y después fueron robadas, figurará en la 
denuncia que lo fueron, por ejemplo, en el año 1968 o en 1994 al señor Fulano de Tal, que tenía su 
título de propiedad. 


También puede ocurrir que no sea un arma robada sino legal, que una persona entrega y otra 
luego la reclama; la puede entregar simplemente porque se pelearon, se separaron, etcétera. Puede 
tratarse de armas que tengan valor o que a una persona les interese conservarlas porque 
pertenecieron a su familia; en fin, hay una cierta sensibilidad que me parece debemos proteger, por un 
plazo. De todas formas, pienso que el anonimato es fundamental para que quien dice: “¿Qué hago con 
esto?”, no diga: “Me meto en un lío”. Al menos debería establecerse que el registro de personas que 
entreguen las armas no será obligatorio. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Aquí tenemos planteados dos temas. Uno sobre el que nos cuesta 
tomar una decisión: establecer en el proyecto de ley que el Estado renuncia a conocer la identidad de 
aquellos que efectúen la entrega voluntaria de armas. Me parece que nos está costando mucho decidir 
esto. Claro que podemos elegir no ponerlo y simplemente decir que quien reciba las armas determinará 
qué datos se levantan, cuáles no y bajo qué condiciones. Como dije, podemos no tomar ahora posición 
sobre este tema porque nos está costando hacerlo. 


Por otro lado, sí estaríamos en condiciones de votar el aditivo propuesto por el señor Senador 
Pasquet porque, después de todo, la renuncia a toda reclamación posterior ya estaba contemplada en 
el texto original. Ahora bien, antes de que el señor Senador lea el artículo, quiero decir que en la 
propuesta del señor Senador Rosadilla hay otro elemento que, de alguna manera, podríamos incluir. 
Me refiero al registro de los datos de las armas, que quizá se pueda incluir en el artículo referido a la 
destrucción. Digo esto porque en ningún momento se establece que las armas de fuego que se 
entregan deban ser registradas. La norma no lo determina, pero ello no quiere decir que cuando se 
efectúe la entrega no sean registradas, porque seguramente lo serán. 


Quiero decir al señor Senador Rosadilla que esta discusión sobre los datos registrales de las 
personas -tema sobre el que el proyecto de ley no establece nada- se puede abordar por el lado de la 
reglamentación, porque aquí se habla de los datos registrales de las armas y no de los de las 
personas, salvo cuando hay que regularizar un arma. 


Creo que podríamos votar el literal b) con el aditivo propuesto por el señor Senador Pasquet y 
dejar la discusión para la reglamentación o, eventualmente, trasladarla a la Cámara de Representantes 
-si así lo entienden oportuno- porque este es un asunto sobre el que, en realidad, nunca hemos 
hablado. 


SEÑOR ROSADILLA.- Lo que sucede es que si este literal c) tiene sentido, lo tiene también para un 
literal d) que redacté de la siguiente manera: “Luego de identificadas las armas de fuego, serán 
depositadas por un plazo equis a los efectos de cumplir con lo establecido en el artículo 1%/1, destino 
del material incautado”. La idea es que exista un tiempo prudencial para atender los eventuales 
reclamos. En definitiva, el artículo anterior no tendría sentido si no generamos un tiempo durante el 
cual, eventualmente, alguien que fue perjudicado en su derecho de propiedad pueda reclamarlo. 


SEÑOR NIN NOVOA.- No veo qué sentido tiene el artículo siguiente que, según el texto que tenemos 
en la mano sería el artículo 9” y en el que estamos preparando el 5%. Ahí dice claramente que las 
armas de fuego, accesorios, municiones, explosivos y otros materiales relacionados que fueran 
decomisados o entregados voluntariamente serán destruidos, salvo aquellos que pudieran ser utilizaos 
por el Ministerio del Interior o por el Ministerio de Defensa Nacional. El propio proyecto de ley prevé 
que se destruyan. Entiendo que puede haber alguna implicancia, pero en lo personal, nadie me deja 
un arma en casa. 


Me parece que el camino más fácil para cumplir con el objeto del proyecto de ley, que es 
desarmar a la población, es que haya menos armas, y la manera de lograr esto es que se destruyan; ni 
siquiera se deberían destinar a los Ministerios de Defensa Nacional o del Interior. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que este literal b) está pensado para que la gente que actúa de buena fe 
se pueda liberar de un arma. Estamos hablando de aquellos que no son los dueños, no son titulares de 
ningún derecho que, al enterarse de que se aprobó una ley, deciden que no quieren saber más nada 
con el arma. Para eso se establece un procedimiento. Como está pensado para la gente que actúa de 
buena fe, de buena fe lo tenemos que redactar. Por eso comparto el criterio de no establecer ningún 
tipo de criterio respecto a si se registrará el arma o quien la entrega, porque es obvio que en 
cualquier dependencia del Estado, cuando suceden este tipo de cosas, lo primero que se hace es 
pedir a la persona que se identifique y queda la constancia de lo que se entregó. Si la persona está 
entregando el arma de buena fe, ¿qué problema va a haber? 


Lo que me parece -y por eso quería complementar el artículo presentado por el señor Senador 
Pasquet- es que también lo tenemos que proteger para que, en el futuro, no le puedan hacer una 
reclamación económica. Realiza la entrega sin responsabilidad, no “sin ningún tipo de reclamo 
posterior” porque, ¿qué reclamo va a hacer si fue a entregar el arma? El reclamo se lo pueden a hacer 
a él. Esa persona entrega el arma sin generar responsabilidad. 


Con respecto a lo que señaló el señor Senador Nin Novoa, es verdad que en el artículo 
siguiente se establece que serán decomisadas y entregadas. Pero también es verdad que en el caso 
de determinadas armas no es en forma inmediata, porque existe un plazo en función del cual se puede 
hacer la reclamación. Quizás podamos establecer un plazo para estas armas -que quedarán en 
depósito en el mismo lugar- vencido el cual se procederá conforme a lo dispuesto por el artículo 9*. 
Con eso contemplamos todas las situaciones. 


SEÑOR PASQUET.- Sin duda que pueden darse muy distintas situaciones alrededor de todo esto y 
puede ser muy complejo arbitrar una solución justa y adecuada para cada una de ellas. Temo que si 
nos detenemos en la consideración de todos los casos que puedan darse, los árboles nos impidan ver 
el bosque. El meollo del asunto es que decimos que se pueden entregar voluntariamente las armas y 
no hay que justificar su procedencia. Esa es la tranquilidad que le damos a quien entrega las armas: 
no tiene que explicar nada; simplemente la entrega y el asunto se terminó. Creo que las demás 
situaciones deben ser muy raras. Estamos hablando, por ejemplo, de la persona que entrega un arma 
y después de un tiempo se arrepiente y piensa que, en realidad, podría necesitarla y que sería mejor 
no haberla entregado, sino hacer los cursos y aprender a manejarla, por las dudas, porque le pueden 
entrar por el fondo. Algún caso así habrá, pero no van a ser numéricamente significativos. La situación 
del individuo que entrega un arma que es propiedad de otro y ese otro se entera de ese hecho -debería 
decirse, entonces, que el plazo debería correr desde que se enteró o pudo saber que pasó tal cosa- y 
enterado de eso, decide entablar un reclamo, debe ser muy raro; son situaciones absolutamente 
excepcionales. Me parece que eso no justificaría que nos detuviésemos demasiado en este tema; lo 
importante es el párrafo que ya votamos, es decir que pueden entregar el arma sin justificar su 
procedencia. Sin duda, todo lo demás podría contribuir a hacer una ley mucho más completa y 


perfecta, pero no me parece que haga realmente al fondo de la cuestión. Creo que nos podríamos dar 
por satisfecho con lo que ya votamos y seguir adelante. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Es una muy agradable propuesta la suya, Senador Pasquet, que pongo a 
consideración. 


¿El señor Senador Gallinal quiere decir algo? 
SEÑOR GALLINAL.- Me parece correcto. 


SEÑOR ROSADILLA.- Comprendiendo y compartiendo el hecho de que las situaciones pueden ser 
excepcionales y en un número reducido, los ejemplos que puso el señor Senador Pasquet son 
esencialmente diferentes. En el caso que se entrega el arma y luego la persona se arrepiente, el tema 
es que fue consciente que iba a ser destruida y que no tenía derecho a reclamar. En el otro caso, 
aunque sea una persona, estoy vulnerando el derecho que, a mi juicio, tiene y de lo que no es 
consciente; lo impuse de esa situación. No es como el otro caso, en el que impuesto de esa situación, 
tomó una opción de la que después no tiene vuelta. Si hay una persona cuya arma fue entregada y 
exige su devolución, la respuesta será: “Lo lamento, pero la ley dice que no hay que demostrar su 
origen, que el Estado procede o procederá a su destrucción”. Por tanto, se tendrá que arreglar con 
quien entregó el arma, al que además le vamos a decir que no tiene ninguna responsabilidad por lo 
que hizo. 


SEÑOR PASQUET.- El dueño del arma que luego fue entregada por otra persona al Servicio de 
Material y Armamento dispone de todos los medios del Derecho común; eventualmente podrá 
reivindicar su arma, pero el problema que va a tener es el plazo. Ahora bien, me imagino que el 
Servicio de Material y Armamento no hace destrucciones en forma diaria. Aunque ninguna norma se lo 
imponga, dejará pasar un tiempo para que se junte una cantidad determinada de armas. Recuerden 
que hay seis meses para hacer el reclamo. Me parece que eso es razonable para situaciones 
esporádicas. Insisto: no quitamos ningún derecho, sino que no evitamos una cierta situación de hecho 
que pudiera perjudicarlo, pero conserva todos los derechos. Mañana, por la vía que corresponda - 
eventualmente, la judicial- puede fundamentar su derecho y reclamar que se libre oficio al Servicio de 
Material y Armamento para que no destruya el arma tal o cual. Eso lo puede hacer siempre. Y también 
le queda la acción civil para quien entregó un arma que era de su propiedad. Son todas disposiciones 
del Derecho común. No estamos interfiriendo con el mecanismo general de la ley y su propósito de 
desarme. Tampoco decimos que el que entrega el arma queda liberado de toda responsabilidad; lo que 
decimos es que no tiene que justificar su procedencia. Acá no estamos diciendo que si alguien cometió 
un homicidio con un arma que después se entregó, ya no responde por el homicidio porque la entregó. 
No es eso; no tiene que explicar cómo hubo el arma. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Les tendría que leer todo el artículo porque estamos votándolo, digamos, a 
lo Frankenstein: votamos una pierna primero y nos falta la cara. La propuesta, a lo Guillermo de 
Ockham, en cuanto a que la solución más simple es la mejor -como plantea el señor Senador Pasquet- 
es que renunciemos a poner una segunda oración que indique que aquel que entrega el arma después 
no puede volver a reclamarla. Hay también una segunda oración que indica que aquel que entrega el 
arma no se hace responsable. Así, tendríamos que tener una oración por cada una de estas 
situaciones y entiendo que lo que propone el señor Senador Pasquet es que después de “procedencia” 
quede como así, y que pasemos al tercer inciso que tiene que ver con que el Ministerio del Interior hará 
una campaña de información, educación, etcétera. 


Entonces, voy a leer la totalidad del artículo 4% cuyo nomen juris es “Plazo para 
regularización”, para que quede clara la propuesta que está a consideración. 


SEÑOR GALLINAL.- Ya que se va a leer todo el artículo, me gustaría sugerir -si así lo entienden 
conveniente los integrantes de la Comisión- que en el inciso final se elimine la expresión “en el plazo 
antes mencionado” porque, en realidad, esto refiere al del acápite, no antes. Además, creo que no 
podemos fijar un plazo al Ministerio para que difunda la ley, ya que el plazo es permanente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La propuesta es de recibo y mejora la norma porque el plazo se establece 
para entregar las armas y no para que el Ministerio del Interior realice la difusión. 


SEÑOR ROSADILLA.- Quiero dejar constancia de que sin haberme convencido, creo que la distancia 
no es tan grande como para obstruir el avance de algo que es importante. Por tanto, me allano al 
resumen que la señora Presidenta ha hecho. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De todas maneras, en la versión taquigráfica quedará registrada toda esta 
discusión para que la Cámara de Representantes la pueda retomar, en el caso de que desee hacer 
alguna consideración posterior. 


Dice el artículo 4": “Artículo 4* (Plazo para regularización).- Concédese un plazo de ocho 
meses, a contar desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, a efectos de que: 


a) Quienes ya posean armas de fuego en forma antirreglamentaria regularicen su situación 
ante los organismos correspondientes. 


b) Se efectúe la entrega voluntaria de cualesquier arma de fuego que se posea al Servicio de 
Material y Armamento del Ministerio de Defensa Nacional sin que deba justificarse su procedencia. 


A tales efectos, el Ministerio del Interior hará una campaña de información y educación a la 
población, pudiendo hacer uso para la difusión de dicha campaña, en los medios correspondientes, de 
las facultades que otorga el artículo 141 de la Ley N* 18.996, de 7 de noviembre de 2012”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Pasamos a considerar el sustitutivo del artículo 9% -cuyo nomen juris es “Destrucción”- 
presentado por la Bancada del Frente Amplio. 


Léase. 
(Se lee:) 


“Artículo 9* (Destrucción).- Las armas de fuego, accesorios, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados, que fueran decomisados o entregados voluntariamente serán destruidos, 
salvo aquellos que pudieran ser utilizados por el Ministerio del Interior o por el Ministerio de Defensa 
Nacional para el cumplimiento de sus funciones, según lo establecido en el artículo 2% de la Ley N* 
18.087, de 5 de enero de 2007”. 


-Respecto a este artículo tenemos varias cosas que destacar y una de ellas es un comentario 
de la Diputada Daisy Tourné referido a la Ley N* 18.087. Dice: “Está altamente recomendado la no 
recirculación de armas. No olvidemos que muchas armas incautadas pertenecían a la Policía, e incluso 
al Ejército. En esta ley estamos declarando ¡legales las armas indebidamente adquiridas y en este 
artículo las transformamos nuevamente en legales. Podría entenderse que eso sucediera en un país 
que no arma sus fuerzas pero creo que eso no es así, por lo que lisa y llanamente derogaría el artículo 
141 de la Ley N* 18.996.” 


El tema es el siguiente: inicialmente en la redacción se establecía que las armas iban a ser 
destruidas; después, en una redacción alternativa, se determinó que iban a ser destruidas, salvo 
aquellas que pudieran ser remendadas -por decirlo de alguna manera- y reutilizadas; y, ahora, el señor 


Senador Rosadilla sugiere en el artículo anterior que antes de que sean destruidas permanezcan en un 
período de latencia por si alguien las reclama. No sé si interpreto su idea. 


SEÑOR ROSADILLA.- Esto ya fue, señora Presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces ¿las destruimos totalmente o brindamos la posibilidad de 
relegalizarlas dentro del sistema? 


SEÑOR GALLINAL.- El señor Senador Rosadilla dice que ya fue, pero creo que no es así. Debemos 
establecer un plazo mínimo -por ejemplo, seis meses a partir de la incautación- para que esas armas 
sean destruidas, entre otras cosas, porque puede haber reclamaciones. Establecimos una excepción 
por lo menos en las armas de caza, adorno y colección. 


Le cedo la derecha al señor Senador Rosadilla en esto de si corresponde o no que el 
Ministerio del Interior o el Ministerio de Defensa Nacional puedan acceder a esas armas -la verdad es 
que no tengo idea- pero insisto en que una vez que son incautadas, decomisadas, deberíamos 
establecer que no se pueden destruir por un plazo de seis meses. Ya que el señor Senador Rosadilla 
nos informó que el Ministerio destruye dos veces al año las armas incautadas, me parece razonable 
que durante seis meses estén bajo la custodia de aquel. 


SEÑOR ROSADILLA.- No quiere decir que destruya cada seis meses exactos. 


SEÑOR GALLINAL.- Está bien, pero de lo que se trata aquí es de que por lo menos en los primeros 
seis meses de su incautación no se puedan destruir -después sí- para proteger eventuales 
derechos. En realidad este plazo sería adecuado para contemplar las reclamaciones en las armas de 
cacería, de adorno, porque tienen tres meses de plazo mientras se sustancia el caso. Obviamente que 
si hay un reclamo sobre un arma concreta, no la van a destruir hasta que haya un pronunciamiento 
definitivo. 


En ese caso el plazo de seis meses estaría bien, pero es arbitrario en el caso del literal b) del 
artículo anterior. ¿Por qué seis meses? ¿Por qué no las destruyen a los dos años? ¿Cómo hace la 
persona para enterarse de que alguien fue y entregó un arma que era de su propiedad? En ese caso 
pasa a ser un plazo muy arbitrario. Me parece que deberíamos pensar en este artículo. 


Insisto en que respecto a si hay que darle o no las armas a los Ministerios, estoy a lo que ellos 
crean conveniente; si el Ministerio del Interior o el Ministerio de Defensa Nacional creen que estas 
armas le pueden ser de utilidad, no las destruiría, pero puede no ser así. Quizá lo que correspondería 
sería darle la opción. 


SEÑOR ROSADILLA.- Había anunciado que me allanaba a avanzar en este proyecto de ley sin estar 
convencido. Creo que el establecimiento de un plazo de alguna manera ayuda a mantener un cierto 
lapso donde se pueden ejercer esos derechos, más allá de que la persona puede haberse informado - 
incluso inmediatamente- o no. Si bien trato de no hacer comentarios laterales, hablaba con la señora 
Presidenta respecto a que incluso en el seno de la familia a veces hay tensiones porque, por ejemplo 
el esposo no quiere tener armas, las entrega y cuando la esposa va a reclamarlas porque son de ella, 
se encuentra con que ya no puede hacer nada porque su esposo tomó la decisión de entregarlas; 
aunque tenga el título de propiedad, ya fue, pueden estar tiradas o no saber dónde están o se 
destruyeron. 


Quizás establecer un plazo genera un cierto marco de equilibrio a ese derecho, pero reitero 
que no tenía intención de hacer cuestión de esto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Según entiendo, la ley no establece un plazo; eso puede ir en la 
reglamentación. Lo que la norma indica es que las armas tienen dos destinos: o son destruidas o, 
según el artículo 2? de la Ley N* 18.087, son recicladas. Esta disposición dice: “Con las armas que no 
hayan sido retiradas o regularizada su situación de la manera indicada en el artículo anterior, se 


procederá por parte del Servicio de Material y Armamento del Ejército de la siguiente manera”. Advierto 
que en este artículo se cita equivocadamente al Servicio de Material y Armamento del Ejército cuando, 
en realidad, debería referirse al Ministerio de Defensa Nacional. Solicito a la Secretaría que chequee la 
referencia correcta. 


Y luego dice el artículo 2*: 


“A) Aquellas que por sus características, condiciones de uso y estado sean factibles de 
integrar la cadena de abastecimiento de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional, serán 
reacondicionadas y puestas a disposición del Ministerio correspondiente. 


B) Las que por sus características o antigúedad, sean catalogadas como piezas de colección, 
serán puestas a disposición del Comando General del Ejército para ser integradas a las colecciones de 
los museos de sus dependencias. 


C) Las armas a las que por sus características o estado de conservación no pueda dársele 
alguno de los destinos precedentemente previstos, serán destruidas.” 


Simplemente, en este artículo 9% estamos indicando que aquellas armas a las que nos 
referimos en todo el texto de la ley tendrán idéntico destino al que establece el artículo 2%. No estamos 
yendo mucho más allá. 


Voy a dar lectura al artículo 9%, que dice: “Artículo 9* (Destrucción).- Las armas de fuego, 
accesorios, municiones, explosivos y otros materiales relacionados, que fueran decomisados o 
entregados voluntariamente, serán destruidas salvo aquellos que pudieran ser utilizados por el 
Ministerio del Interior o por el Ministerio de Defensa Nacional para el cumplimiento de sus funciones, 
según lo establecido en el artículo 2 de la Ley 18.087, de 5 de enero de 2007”. 


Encomendamos a Secretaría la introducción de algunas comas necesarias porque, a mi juicio, 
faltan, pero para el señor Senador Pasquet, sobran. 


SEÑOR PASQUET.- Evidentemente, en la redacción hay problema con las comas. Me parece que 
podría suprimirse la que está luego de “relacionados”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Sí, y deberíamos ponerla después de “voluntariamente”. 


SEÑOR PASQUET.- No; solamente habría que suprimir la coma después de la palabra “relacionados”. 
Además, donde dice “serán destruidas” deberíamos expresar “serán destruidos”, porque comprende 
armas de fuego, accesorios, municiones, explosivos y otros materiales. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Correcto. 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero que tengamos presente que en el artículo 3% del proyecto de ley que 
estamos estudiando se habla de “incautar” y no de “decomisar”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Sí, es verdad. 


SEÑOR GALLINAL.- En realidad, deberíamos expresar: “que fueran incautados”, pero no sé si esta 
expresión excluye o incluye a los decomisados. De todos modos, la palabra “incautados” tiene que 
estar. Yo agregaría que los que fueren incautados, decomisados o entregados voluntariamente, serán 
depositados o entregados en donde ya establecimos, entidad que las deberá guardar en depósito por 
un plazo mínimo de 6 meses y, a partir de entonces, proceder a su destrucción. De esta manera, 
dejamos un espacio para que se puedan ejercer eventuales acciones por los interesados. Además, el 
Senador Rosadilla nos dijo que destruyen promedialmente cada seis meses. Creo que de esta manera 
podríamos estar preservando algunos eventuales derechos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que cambiar la palabra “decomisados” por “incautados” es una 
corrección muy atinada. Además, me parece que la palabra “decomiso” no se usó en el resto del 
articulado. 


SEÑOR PASQUET.- La palabra “decomiso” sí se usó. En el texto que estoy manejando tengo 
problemas con la numeración, porque no coincide con lo que se viene leyendo, pero los artículos 
anteriores se habla del material incautado cuando la incautación ocurre inmediatamente a la 
verificación de una situación irregular. O sea, lo primero que se hace es incautar. Pero luego se dice 
que transcurridos ciertos plazos sin que nadie reclame, se producirá el decomiso de pleno derecho. No 
sé cómo funciona esto y cuándo es incautación o cuándo es decomiso, pero según lo que venimos 
leyendo, da la impresión de que la incautación es la primera medida, pero si transcurren los plazos y 
nadie reclama, se produce el decomiso. O sea que las armas a destruir serían las decomisadas, pues 
las incautadas serían las que fueron aprehendidas y está transcurriendo todavía el plazo de 
impugnación o reclamo. 


SEÑORA PRESIDENTA..- En ese caso, la expresión: “entregados voluntariamente” estaría en el mismo 
plano que “incautados”, pero sería un período previo a que sean decomisadas. 


SEÑOR GALLINAL.- El artículo 32 es muy claro y agrega a la incautación, la posibilidad de otras 
sanciones. Entonces, o corregimos todo y vemos qué quiere decir “incautar” y qué quiere decir 
“decomisar”, o cortamos por lo sano y lo no técnico y expresamos “incautados, decomisados o 
entregados. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Es decir, sumamos las tres opciones. 


Por tanto, una cuestión a resolver sería si a la expresión “decomisados o entregados 
voluntariamente” se agrega “incautados”. Por otro lado, se plantea que el artículo no establezca la 
“destrucción”, sino el depósito hasta que se cumpla un plazo. Entiendo que lo previsto en este artículo 
está de acuerdo con el espíritu de la ley que, justamente, es la entrega voluntaria y la destrucción, es 
decir, el desarme. Por eso me parece que la destrucción va de suyo, independientemente de que haya 
un tiempo que, de acuerdo con lo manifestado por el señor Senador Rosadilla, sería la operativa 
normal del Servicio de Material y Armamento del Ministerio de Defensa Nacional. 


SEÑOR ROSADILLA.- Creo que en el artículo 9% podríamos comenzar diciendo: “Transcurridos seis 
meses”, dejando el resto igual. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Paso entonces a dar lectura a la última versión del artículo 9.%. El nomen 
juris sería el mismo, o sea, “Destrucción”, y diría así: “Transcurridos seis meses, las armas de fuego, 
accesorios, municiones, explosivos y otros materiales relacionados que fueran incautados, 
decomisados o entregados voluntariamente serán destruidos, salvo aquellos que pudieran ser 
utilizados por el Ministerio del Interior o por el Ministerio de Defensa Nacional”, etcétera. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 5%, que en el texto que se entregó a los señores Senadores 
figura con el número 10. Dice así: “Delito de tráfico internacional de armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados”. 


No voy a leer todo, pero voy a recordar un poco la discusión que hubo en torno a este 
artículo. En la primera columna de la página 21 del comparativo se encuentra la redacción sustitutiva 
presentada por la Bancada del Frente Amplio, que dice: “El que realizare la importación, exportación, 
adquisición, venta, entrega, distribución, traslado o transferencia de armas de fuego, municiones, 


explosivos y otros materiales relacionados desde o a través del territorio nacional a otro Estado sin 
obtener previamente la autorización de todos los Estados concernidos, será castigado con tres a doce 
años de penitenciaría. 


Si el delito hubiera sido cometido por quien integra una organización criminal, la pena será 
aumentada en un tercio”. 


Esta es la redacción original y la Bancada del Frente Amplio la pone a consideración de la 
Comisión. No obstante, el Servicio de Material y Armamento del Ministerio de Defensa Nacional 
propone otra redacción y genera muchos más artículos ya que divide en cuatro conductas el delito de 
tráfico: tenencia o posesión ilícita, uso ilícito, fabricación y ensamblado, y comercialización ilícita. 
Entendimos que esta división en cuatro tipificaciones distintas era excesiva a los efectos de lo que se 
proponía el proyecto de ley, por lo que decidimos mantener la redacción original, siempre teniendo en 
cuenta que el delito de tráfico interno lo transformamos en un delito excarcelable porque redujimos la 
pena mínima a 20 meses de prisión. Es decir: separamos la gravedad del delito entre un artículo y otro: 
para el delito de tráfico internacional de armas se establece un castigo de tres a doce años de 
penitenciaría, mientras que para el tráfico interno, uso y fabricación ilegal de armas de fuego se prevé 
una pena de 20 meses de prisión a seis años de penitenciaría. Hicimos estas reducciones de penas en 
atención a los comentarios que nos hicieron llegar a la Comisión, pero en ambos casos mantuvimos 
básicamente la redacción original. 


SEÑOR PASQUET.- Con respecto a las dos normas penales tengo reservas que responden a 
observaciones realizadas por los penalistas consultados por la Comisión. La técnica legislativa utilizada 
para diseñar estos artículos no es la que habitualmente se usa en nuestro país; esta proliferación de 
verbos nucleares es ajena a la redacción usual de nuestras normas penales. Esto tiene una amplitud 
fenomenal y, conectado con las normas sobre coparticipación del Código Penal -que prevén la 
coautoría y la complicidad- amplía enormemente el dispositivo. Por lo tanto, no voy a votar en Comisión 
estos dos artículos. Me reservo el derecho a consultar este tema con mis compañeros de Bancada y 
eventualmente modificar la actitud en Sala, pero en principio, así como está la redacción, no voto ni el 
artículo referido al tráfico internacional ni el que atañe al tráfico interno. 


SEÑOR GALLINAL.- No entiendo por qué en la norma hay una referencia a la autorización de los 
Estados concernidos, salvo que responda a una suerte de tratado internacional. En Uruguay no se 
exige la autorización de los Estados concernidos para importar. Nunca vi una norma de importación 
que diga eso, porque se supone que el Estado ejerce un contralor de tal naturaleza cuando autoriza 
una importación, que lleva a que estén dadas todas las demás condiciones previas. Además, puede ser 
materialmente imposible obtener el consentimiento de otro Estado. En todo caso, lo obtendrá el que se 
lo reenvió o habrá reglas que no necesariamente pasarán por el consentimiento de un Estado. 


No quiero desmerecer a nadie, pero me parece que hay una suerte de improvisación en este 
artículo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Opino que ese es un delito de origen. 


SEÑOR DA ROSA.- Pienso que deberíamos hacer un esfuerzo -en una línea que ha planteado el 
señor Senador Pasquet- por tratar de compactar más la cantidad de verbos nucleares, que son los que 
esencialmente definen la existencia del delito, en primer lugar, por lo que decía recién el señor 
Senador, en el sentido de que no es común que en nuestro Derecho Penal se caracterice una figura 
delictiva con una cantidad enorme de verbos, que la hacen muy amplia; y, en segundo término, por la 
propia aplicación de la norma. Dicho de otra manera, me parece que algunos de los verbos utilizados 
perfectamente podrían quedar subsumidos dentro de otras expresiones verbales y, de esa manera, 
lograríamos compactar un poco la enorme cantidad de verbos empleados para la tipificación del delito. 
No olvidemos que estamos hablando de delitos penales y de la aplicación de sanciones penales. 


Naturalmente, uno comprende cuál es el sentido: buscar que todo lo que signifique la 
utilización, el traspaso de armas, ya sea dentro de fronteras o fuera de fronteras, al margen de la ley, 
quede abarcado. No obstante, debemos tener un poco de cuidado con el tema de la libertad individual 


y de que la cantidad de verbos que tipifican la figura delictiva no sea tan grande, al punto de que hoy o 
mañana nos lleve a situaciones excesivas. Por eso, en ese sentido, pienso que tenemos que ser muy 
prudentes. No digo que no vaya a acompañar con mi voto este artículo, sino que me gustaría que 
hiciéramos un esfuerzo. A lo mejor hasta podríamos hacer alguna consulta y recabar la opinión de 
algún penalista que nos ayude a concentrar los verbos utilizados, para evitar una situación que me 
parece no es conveniente o, por lo menos, no refleja la costumbre en nuestro Derecho Penal respecto 
a la existencia de una cantidad enorme de verbos para definir una figura delictiva. 


En fin, trasmito mi preocupación, señora Presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a dividir los temas: por un lado, está el de los verbos y, por otro, el de 
los “Estados concernidos”. 


En cuanto a los verbos, “importación, exportación, adquisición, venta, entrega, distribución, 
traslado o transferencia”, el Servicio de Material y Armamento del Ministerio de Defensa Nacional 
simplemente los repite, y hace una alteración de otro tipo. Respecto al uso de muchos verbos, si no me 
equivoco, el profesor Raúl Cervini ha hecho una observación. En mis reuniones con los asesores de 
técnica legislativa de las Naciones Unidas he consultado sobre esta discusión que se ha dado en el 
análisis de este proyecto y en muchos otros y puedo decir que el doctor Oscar Sarlo me ha planteado 
lo siguiente: cuando se trata de delitos, es importante usar todos los verbos, con independencia de si 
son muchos o si son pocos, porque estamos tipificando conductas que luego serán penalizadas; 
penalizadas con una pena gravosa. Entonces, la cuestión de si los verbos son muchos o son pocos 
importa, siempre y cuando sean los precisos. Salvo esta cuestión de que son muchos, no hemos tenido 
ninguna observación específica sobre cuáles no les parecen pertinentes. 


Por consiguiente, en lo personal, estaría en condiciones de votar el artículo con estos verbos. 


En cuanto a lo de los “Estados concernidos” en el traslado de armas de fuego, me imagino 
que todo tráfico en esta materia debe requerir autorización, sobre todo, considerando que el solo porte 
dentro de un país necesita la autorización del Estado correspondiente. Entonces, reitero, me parece 
que la autorización de los Estados es pertinente en este caso. 


SEÑOR DA ROSA.- En el artículo 10 -y no en el 11, que creo se da la misma situación- se podría decir: 
“El que realizare la importación, exportación, adquisición, venta”, etcétera. Creo que todo refiere a lo 
mismo, es decir, al plano internacional o de transferencia de un país a otro, al que realice la 
importación o exportación; no habría, pues, necesidad de establecer “adquisición, venta”. Y cuando se 
dice “traslado o transferencia de armas de fuego”, se podría usar uno de los dos: “traslado” o 
“transferencia” de armas de fuego. Dentro de la concepción de “transferencia” está comprendido el 
concepto de “traslado”. En algunos aspectos -no en todos- son reiterativos los verbos utilizados. 


SEÑOR PASQUET.- El peligro de utilizar muchas palabras si no se tiene perfectamente claro a qué se 
quiere aludir con cada una de ellas es que después el intérprete, utilizando el criterio de que hay que 
darle todo el valor posible a cada término utilizado por el Legislador -porque se parte de la base de que 
el Legislador no es redundante y no emplea términos de los que pudiera prescindir- fuerce las 
interpretaciones y tengamos una tesis acerca de lo que es traslado y otra acerca de lo que es 
transferencia. En ese dar sentido a cada palabra podría terminar ampliándose enormemente la esfera 
de lo que puede llegar a ser delito. Esa es la importancia de la economía de las palabras en esto, salvo 
que uno tenga muy claro que está aludiendo a realidades y a conductas diferentes y por eso usa 
expresiones distintas. 


Con la expresión “traslado o transferencia”, ¿qué es lo que se quiere significar? ¿Por qué se 
utiliza “traslado” y además se usa “transferencia”? ¿Lo tiene claro quien propone el artículo? 


Después, las otras situaciones son, insisto, de una gran amplitud. Respecto a la entrega de 
armas de un Estado a otro, si uno piensa en lo que ve en las películas en las que se dan armas a un 
grupo terrorista en alguna cadena montañosa, está bien la dura sanción penal, pero si se trata de gente 
que va a cazar de Salto a Concordia o viceversa, y entrega una escopeta o un rifle 22 al baquiano para 


ira cazar jabalíes -como pasó hace poco- no está bien que eso se castigue con una pena de tres años 
de penitenciaría como mínimo. Realmente, me parece un exceso. Creo que estamos abarcando una 
multitud de situaciones, que pueden ser muy distintas, tratando a todas como si fueran un gran tráfico 
internacional y castigándolas con una gran severidad. Me parece que eso no se justifica. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Con respecto a esto quería decir que “importación, exportación, adquisición, 
venta, entrega, traslado o transferencia” han sido palabras importadas de convenciones 
internacionales; lo único que es de cosecha propia y se agregó es “distribución”. 


SEÑOR PASQUET.- Lo relativo a los verbos corresponde más exactamente al artículo siguiente, que 
tiene que ver con el tráfico interno. Yo dije que me refería a las dos hipótesis. En el artículo 10 tenemos 
pluralidad de términos pero no son todos verbos. No importa; la observación queda en pie porque 
conceptualmente es lo mismo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nosotros tenemos una penalidad aplicada a un delito y a otro y una 
tipificación del delito. Francamente, no soy experta en este tema; entiendo que los verbos han sido 
tomados de las convenciones. En principio, podría votarlo tal cual está, pero quiero escuchar la opinión 
del señor Senador Rosadilla. 


SEÑOR ROSADILLA.- Fuera de la técnica legislativa en la que, obviamente, por su formación y 
experiencia parlamentaria -por lo cual tiene una opinión calificada, al menos con relación a quien habla- 
doy la derecha al señor Senador Pasquet, puedo tener algunas dudas en el artículo 11. Sin embargo, 
en el artículo 10 no me da la impresión de que haya algo que sea redundante. El peligro del cual el 
señor Senador Pasquet nos advierte, en un país que tiene fronteras terrestres y fronteras que son ríos 
de fácil pasaje, es que en algún momento se pueden suscitar situaciones que, tomadas como están 
aquí, pueden ser muy rigurosas. El punto final del artículo recalca el peligro al que el señor Senador 
Pasquet hace referencia. Está claro que esto es de aplicación para cualquiera, porque si se integra una 
organización criminal, ahí viene el tercio superior. Entonces, a título de cualquiera -de Juan de los 
Palotes- esto supone de tres a doce años. Quizá el señor Senador no lo dijo en ese sentido pero yo me 
quedé pensándolo así. De hecho, cuando uno establece estos castigos, está pensando en las mafias 
de las drogas, del tráfico de armas y de cualquier otra naturaleza, las cuales trafican armas, entre otras 
cosas, para su propio uso, para su propia organización criminal. Pero al final, para las organizaciones 
criminales, aumentamos un tercio. O sea que para todos los que estén comprendidos en las demás 
categorías -como por ejemplo las de carácter deportivo- que a título eventual puedan cometer un delito 
de trasladar un arma o explosivos de una frontera a otra -no nos cabe duda- está complicado 
establecer una pena. A mi juicio, el título de que no hay que facilitar, de que hay que prohibir, de que 
hay que reprimir y castigar, en este caso, con una pena mínima de tres años de penitenciaría sí o sí, 
además, inexcarcelable, está complicado. Cuando el señor Senador habló, me quedé pensando por 
qué lo dice y no lo entendí bien. Pero después leí lo otro y me di cuenta que eso está determinando, 
que esto es así. Se podrá decir que el Juez evaluará si esto es un tránsito internacional. No; no va a 
evaluar nada, porque si no es una organización criminal, igual va; si es una organización criminal, lleva 
un tercio más. Por lo tanto, en ese contexto, esto me genera dudas naturales, porque está claro que en 
esto el Juez no tiene demasiado margen. De pique, son de tres a doce, y si llega a ser una 
organización criminal, entonces lleva un tercio. Y como acá no se habla de cantidades ni de tipo, 
cualquiera que cruce un arma de Rivera por la línea a Brasil o viceversa, está metido dentro de esto; o 
también si pasa en un bote en cualquiera de los lugares por donde hoy uno cruza a pie. 


Por otro lado, tenemos que ser claros: a quienes haya que darle, hay que darle, y más 
tratándose de organizaciones criminales. De eso no hay duda. Quizás haya que buscar una redacción 
que dé un instrumento para discriminar situaciones, porque acá parece no haberlo. No soy especialista 
-por eso no lo puedo asegurar y lo estoy preguntando- pero me parece que no se pueden discriminar, 
porque a Juan de los Palotes le damos de tres a doce años, y si es una organización criminal, un tercio 
más. 


SEÑOR DA ROSA.- Simplemente quiero plantear que la señora Presidenta podría, en nombre de la 
Comisión, consultar con algún abogado penalista acerca del alcance de estos verbos de modo de 
poder discutir en torno a eso en la próxima sesión. Tal vez esta sea la parte más delicada del proyecto 
de ley, ya que estamos tipificando dos delitos con sanciones graves, como debe ser, porque la 


intención es penar severamente a quien infringe la norma, a quien está actuando fuera de la ley, pero a 
veces hay que tener cuidado de que estos criterios tan amplios no sean malinterpretados o mal 
utilizados. Ese peligro siempre está. A quienes hemos estudiado algo de Derecho Penal siempre se 
nos ha enseñado que cuando se tipifica un delito y se restringe la libertad, hay que tener mucho 
cuidado con el alcance de las expresiones que se utilizan. 


Desde ya adelanto que, de todas maneras, voy a votar el artículo, a pesar de que me parece 
que para una mejor construcción sería más conveniente lo que estoy planteando. 


SEÑOR ROSADILLA.- Contra esto hay que ir. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Sería partidario de aprobar estos dos artículos tal como están redactados ya 
que, de todos modos, la otra Cámara podrá estudiar en detalle estos temas, por lo cual deberíamos 
avanzar en ese sentido. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Voy a leer lo que envió el Servicio de Material y Armamento del Ministerio de 
Defensa Nacional, que dice lo siguiente: “La Convención Interamericana Contra la Fabricación y el 
Tráfico llícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA) 
aprobada por Ley N* 17.300, de 8 de marzo de 2001, obliga a nuestro país en su artículo IV a adoptar 
las medidas legislativas que sean necesarias para tipificar como delitos en el derecho interno a la 
fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados”. Es a lo que se refiere el artículo sobre tráfico interno. Como dije, sobre este parecería 
que no hay problemas porque como tenemos una pena mínima que es excarcelable -más allá de que 
el señor Senador Pasquet no va a acompañar ninguno de los dos- hay otro margen. 


Continúo: “Asimismo, la Ley N* 18.233, de 11 de diciembre de 2007, que aprobó el Protocolo 
contra la Fabricación y el Tráfico llícitos de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Municiones 
que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional, impone en el artículo 5 del Protocolo obligación semejante de tipificar conductas 
penales, incluyendo junto a la fabricación y tráfico ilícitos la falsificación o la obliteración, supresión o 
alteración ilícitas de la(s) marca(s) de un arma de fuego, por lo que el actual proyecto es una excelente 
oportunidad para que el Estado uruguayo cumpla con su obligación internacional, lo que contribuirá con 
los propósitos que el propio proyecto busca”.Todo esto refiere al tráfico interno de armas. 


En cuanto al tráfico internacional, como los señores Senadores saben, mi posición es 
antiarmas, por lo cual estimo que el traslado de armas de un país a otro tiene que castigarse con una 
pena importante. Más allá de que sé que con esto le quitamos al Juez la libertad de declararlo 
excarcelable, creo que tenemos que dar una señal de que las armas no se pueden estar llevando de 
acá para allá porque existe comercio ilegal de armas; todos lo sabemos porque sale en las noticias 
todos los días, ya sea desde Paraguay a Uruguay, de Brasil a Uruguay, etcétera. Entonces, además de 
tener la obligación de aprobar estas leyes, creo que el Uruguay debe intentar permanecer lo más limpio 
posible del tráfico ilegal de armas dado que no es un país productor de armas; las armas simplemente 
tienen un tránsito por aquí, situación muy diferente a la de Brasil y Argentina. 


Por tanto, creo que es de ayuda dar una señal dura en ese sentido y, al igual que el señor 
Senador Gallicchio, estoy dispuesta a votar estos dos artículos en la redacción acordada por la 
Bancada del Frente Amplio. 


Por último, adelanto que preferiría aprobar esta iniciativa en la tarde de hoy porque se 
trataría en la sesión del Senado de mañana. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Estoy de acuerdo en votarlo hoy, con las prevenciones y los riesgos que supone 
que vaya a la otra Cámara y sea mejorado, con alguna crítica incluida. 


Estuve repasando algunos de los informes que nos dio, por ejemplo, el Instituto Uruguayo del 
Derecho Penal, donde se criticaba la utilización de quince verbos y se señalaba -y así lo expresó 
también el señor Senador Pasquet- que la hipótesis de la coautoría podía caer en situaciones 


realmente absurdas. Este artículo es tan abarcativo que hasta podría generar alguna cuestión hasta 
anticonstitucional, como se dice aquí. 


Ahora bien, en lo que me es personal estoy a favor de desarmar a la sociedad, como dije en 
referencia a otros artículos; creo que las armas deben ser destruidas. Entonces, para que el proyecto 
se apruebe no nos podemos empantanar en esto, entre otras cosas, porque quizás tampoco nos 
pongamos de acuerdo en los largos artículos sustitutivos que se podrían redactar. Es con esas 
prevenciones que voy a dar mi voto a este artículo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Voy a leer cómo quedaría redactado este artículo, teniendo en cuenta que 
en Sala y en la Cámara de Representantes se podrán hacer modificaciones. 


SEÑOR PASQUET.- Quiero llamar la atención sobre lo siguiente. En otras disposiciones del proyecto 
de ley damos un plazo para que quienes tengan armas puedan regularizar la situación, si es que ella 
no era regular. En cambio, en estos artículos no establecemos un plazo; o sea, no hay lo que se llama 
la vacatio legis para la entrada en vigencia de la norma. O sea que el sujeto que tiene un arma en su 
casa porque se la dejó alguno -o por mil situaciones distintas a las que nos hemos referido muchas 
veces cuando analizamos estas normas- de repente la tiene en depósito, que es una de las 
modalidades de comisión de delito de tráfico interno. El que tiene un arma en depósito y se mantiene 
en esa situación algunas semanas después de la entrada en vigencia la norma, cometió delito. Ese no 
se libera cuando va a hacer la entrega voluntaria del arma; no tiene que justificar la procedencia, pero 
eso no hace desaparecer los delitos que se hayan cometido anteriormente. 


Entonces, me parece que hay un problema de articulación entre los tiempos previstos para 
que alguien pueda liberarse de responsabilidad entregando un arma y aquellos en que empiezan a ser 
aplicables los delitos. Creo que esto merece una reflexión detenida alguien puede estar pensando que 
tiene equis cantidad de tiempo -creo que el plazo que establecimos es de ocho meses- para entregar 
en forma voluntaria el arma en el batallón, pero ya incurrió en la irregularidad de tener en depósito el 
arma y, por tanto, cometió un delito. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que deberíamos dividir los problemas. 


La situación planteada por el señor Senador Pasquet se refiere al tráfico interno. Por tanto, 
propongo que primero votemos el delito de tráfico internacional. Voy a pasar a dar lectura al artículo 5*. 


“Artículo 5* (Delito de tráfico internacional de armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados).- El que realizare la importación, exportación, adquisición, venta, entrega, 
distribución, traslado o transferencia de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados desde o a través del territorio nacional a otro Estado sin obtener previamente la 
autorización de todos los Estados concernidos, será castigado con tres a doce años de penitenciaría. 


Si el delito hubiera sido cometido por quien integra una organización criminal, la pena será 
aumentada en un tercio.” 


Si no se hace uso de la palabra, votamos el artículo 5% con esta redacción. 
(Se vota:) 
-5 en 6. Afirmativa. 


Con respecto al delito de tráfico interno, uso y fabricación de armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados, entiendo que el señor Senador Pasquet resalta, por un 
lado, que el proyecto de ley autoriza un plazo para la entrega voluntaria de las armas y, por otro, este 
artículo no tiene plazo. Me parece que el proyecto de ley debe fijar las dos cosas: un plazo para la 
entrega voluntaria de las armas y, a su vez, tipificar como delito su tenencia irregular, porque ese es el 
objetivo de este proyecto de ley. 


Si el señor Senador Pasquet lo cree conveniente, estaría de acuerdo en agregarle a la 
redacción lo siguiente: “Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos tal y cual que refieren al plazo”. O 
sea que a partir de la aprobación de la ley corre un plazo; si después de transcurrido este la persona 
tiene un arma de forma antirreglamentaria, está cometiendo un delito. Ese es el espíritu de la ley. Por 
eso este delito es continuo; no tiene plazo. 


SEÑOR PASQUET.- Ahí está el problema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El plazo ya corrió y se puede extender. Si dentro de ocho meses el Estado 
considera que no se ha entregado la cantidad suficiente de armas -aunque el Servicio de Material y 
Armamento del Ministerio de Defensa dijo que se están entregando muchísimas- aprobaremos otra ley 
extendiéndolo. Pero en algún momento el plazo termina y la conducta queda tipificada como delito. 
Entonces, no le encuentro mucha solución, señor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Lo que pasará en ese caso es que, una vez que la ley entre en vigencia -lo cual 
ocurrirá de la forma ordinaria, es decir, diez días después de su promulgación- habrá personas que 
quedarán incursas en delito porque tienen armas en depósito. Es el caso, por ejemplo, de aquella 
persona que tiene un arma en su casa porque la heredó de un tío que murió, etcétera. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¡Pero tuvo ocho meses para entregarla! 
SEÑOR PASQUET.- ¡No tuvo ocho meses! Ese es el punto. 


El delito no tiene plazo para entrar en vigencia. Una vez que la ley efectivamente entre en 
vigencia, pasará a regir en su plenitud el que me figura como artículo 11, que refiere al delito de tráfico 
interno, uso y fabricación ilegal de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados. Dice: “El que de cualquier modo adquiriere, alquilare o recibiere, transportare, 
distribuyere, ocultare, tuviere en depósito”, etcétera. Quien tenga un arma luego de transcurridos los 
ocho meses, inmediatamente queda incurso en delito. En cambio, si establecemos que esta ley entrará 
en vigencia noventa días después de su promulgación, la gente va a saber que cuenta con noventa 
días. Si alguien tiene armas en su casa en situación irregular, es mejor que se deshaga de ellas porque 
si no, cuando la ley entre en vigencia, estará incurriendo en un delito. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Eso es lo que estamos estipulando en la ley. 
SEÑOR PASQUET.- No; no es así. 


SEÑOR ROSADILLA.- Comprendo lo que dice el señor Senador Pasquet y creo que la señora 
Presidenta intenta atender su preocupación. 


Por consiguiente, propongo la siguiente redacción: “Transcurridos los plazos previstos en el 
artículo tal”, y continúa tal cual está, como hicimos hoy. Mientras el plazo esté corriendo, la persona 
que tenga un arma de manera irregular, está en condiciones de ir a regularizarla o entregarla; 
transcurrido ese plazo, cae de pleno derecho en el delito. 


SEÑOR DA ROSA.- En el mismo sentido de la preocupación que planteaban el señor Senador 
Pasquet y el señor Senador Rosadilla, propongo agregar un último inciso en el artículo 11 que diga: 
“Esta disposición entrará en vigencia en un plazo de ocho meses” -para guardar coherencia con el 
artículo que refiere a los plazos para la regularización- “a contar de la entrada en vigencia de la 
presente ley”. Así salvamos el plazo y guardamos la coherencia con el plazo de ocho meses que 
establecemos a los efectos de regularizar las situaciones. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa consulta a los señores Senadores si están de acuerdo con la 
propuesta presentada por el señor Senador Da Rosa. 


(Apoyados.) 


SEÑOR NIN NOVOA.- En el mismo sentido de lo planteado por el señor Senador Da Rosa, yo había 
pensado -inclusive, en aras de ser más breve- en establecer: “y otros materiales relacionados sin la 
autorización prevista en el artículo 4% de esta ley” -o en el que finalmente resulte, referido a los plazos 
de regularización- “o contraviniendo las normas legales, será castigado”, etcétera. De todas formas, me 
allano a cualquier redacción. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Solicito al señor Senador Da Rosa que lea nuevamente su propuesta. 


SEÑOR DA ROSA.- El último inciso del artículo 11, establecería: “Esta disposición entrará en vigencia 
en un plazo de ocho meses a contar de la entrada en vigencia de la presente ley”. 


SEÑOR ROSADILLA.- Pensando en voz alta, me parece que estamos poniendo en una bolsa común, 
cosas que son diferentes. 


Creo que lo planteado por el señor Senador Pasquet tiene sentido en la hipótesis efectiva de 
quien tuviera armas en depósito. Ahí sí correría el plazo, porque quien tiene el arma en depósito tiene 
un plazo para entregarla, no así el que la alquilare, la recibiere, la adquiriere, la transportare, la 
fabricare, la creare, la armare, la ensamblare, la adulterare, la vendiere, etcétera. Creo que eso debe 
ser establecido. 


Creo que en lo que tiene que ver con el depósito, la apreciación del señor Senador es clara y 
corresponde, pero en las demás situaciones no, porque no rige plazo alguno. A partir de la ley, quien 
adquiere, vende, oculta, ensambla o adultera armas, son delitos al segundo de que levantamos la 
mano, como debe serlo. Si ponemos todo dentro de un saco, estaremos generando un interregno a la 
ley que no tiene por qué tenerlo. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


SEÑOR PASQUET.- Quiero simplemente dejar constancia de mi opinión en el sentido de que un 
proyecto de esta complejidad, que tanto trabajo nos está dando, pues hace meses que lo estamos 
estudiando, no podemos pretender que los demás Senadores que no integran la Comisión lo estudie 
desde que le llega el repartido hasta la hora de la sesión. Creo que podrá dar mérito a una sesión 
extraordinaria más adelante, pero incluirlo en el Orden del Día de mañana significaría no guardar la 
debida consideración a quienes querrán, seguramente, como nosotros, estudiar esto atentamente y 
tomar una posición fundada al respecto. 


SEÑOR MOREIRA.- Coincido absolutamente con todo lo expresado por el señor Senador Pasquet. 


Estamos ante la creación de dos figuras delictivas nuevas con penalidades muy severas. 
Este proyecto de ley tiene su complejidad y nos dimos cuenta de ello a medida que lo estudiábamos. 
Hemos escuchado distintas opiniones sobre la iniciativa y creemos que, incluso la concurrencia del 
Servicio de Material y Armamento -que en su momento no estaba prevista- nos alumbró y enseñó 
mucho. Nuestra opinión es que no podemos sensatamente mañana tratar un proyecto de ley de estas 
características que, repito, crea dos figuras delictivas con penas de penitenciaría, incluso, teniendo en 
cuenta que la única opinión de un penalista que se escuchó fue la del catedrático Miguel Langón, que 
defenestra estas figuras, esgrimiendo una posición extremadamente severa y crítica. Sinceramente, no 
me parece oportuno votar este proyecto de ley mañana sobre tablas. Hemos esperado meses; por lo 
tanto, creemos que deberíamos contar la opinión de otro catedrático en Derecho Penal, si es que 
queremos escuchar otro punto de vista diferente al del doctor Langón. Insisto en que votar este 
proyecto de ley mañana no es una actitud responsable. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Aclaro al señor Senador Moreira que el proyecto de ley está prácticamente 
votado; solo quedan las medidas especiales, otras medidas, competencia y derogaciones. 


SEÑOR DA ROSA.- Interpretando lo que el Senador Pasquet planteaba como preocupación, quiero 
señalar que se refería a un tema evidentemente cultural: cómo determinado tipo de prácticas a las 
que la gente estaba acostumbrada, de buenas a primera, pasan a ser delito. Eso puede generar 
problemas o situaciones no deseadas, es decir, gente que no por ser practicantes del comercio de 
armas, esté comprendida mañana dentro de esta figura. Comprendo lo que dice la señora Presidenta 
en el sentido de que quien ensamblare, produjera, creare, etcétera, hoy ya están cometiendo delito, 
pero para quienes tienen en depósito un arma, me parece que sería conveniente dar un plazo 
prudencial para que entre a regir la figura delictiva, de manera que haya un proceso de acomodamiento 
y para que no se den situaciones indeseadas de gente que, no porque tenga un ánimo o propósito 
delictivo, sino porque está acostumbrada a que antes era normal tener armas, mañana se encuentre 
con que le digan que va preso porque cometió un delito. Debe existir un plazo prudencial de adaptación 
de la gente para no caer en una situación que va más allá de lo deseado por la norma. 


Comprendiendo lo que plantea la señora Presidenta, en el sentido de que hay determinadas 
figuras que no tienen por qué estar englobadas dentro de ese plazo, me parece que por lo menos los 
que tienen armas en depósito deberían estar comprendidos dentro de un plazo, entendiéndose que 
vencido el mismo -en lo personal pienso que es el de los ocho meses, de manera de ser coherentes 
con lo que la norma consagra en el artículo 7% según la versión que tengo en mi poder- tuvieron tiempo 
para regularizar su situación. Así evitaríamos que mañana, por un episodio desgraciado, un Juez le 
diga que ha infringido tal norma y que está cometiendo tal delito, que es punible con pena de prisión a 
penitenciaría. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De los verbos adquirir, alquilar, recibir, transportar, distribuir, ocultar, tener en 
depósito, ¿cuáles creen que serían aquellos que ameritarían una entrada en vigencia posterior de la 
ley? Evidentemente no son todos; no es crear, armar, ensamblar, adulterar o vender. 


SEÑOR DA ROSA.- Tener en depósito y transportar. 
SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Y alquilar? 


SEÑOR DA ROSA.- No. Creo que los que encuadran en la situación son: tener en depósito y 
transportar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Y también “recibiere”. 
SEÑOR DA ROSA.- También “recibiere”. 
SEÑORA PRESIDENTA.- El señor Senador Rosadilla había planteado realizar un cuarto intermedio. 


SEÑOR ROSADILLA.- Es para analizar las cuestiones de procedimiento que han planteado los 
miembros de la oposición. Nosotros hemos venido con una posición determinada y ahora nos es muy 
difícil culminar con la votación sin ponernos mínimamente de acuerdo. 


SEÑOR MOREIRA.- Con honestidad, creo que esto no va a desalentar a que haya acciones delictivas; 
me parece un exceso poner como delito el transportar armas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Le recuerdo al señor Senador Moreira que estamos cumpliendo con una 
convención internacional que aconseja transformar estas faltas en delitos. No hacemos más que 
cumplir con una normativa internacional. 


SEÑOR MOREIRA.- Me parece bien regularizar pero el delito es otra cosa y habría que analizar el 
Derecho Comparado. Lo que digo es que los países que tienen más armas en los domicilios no son los 
que registran mayores índices de delincuencia. Por ejemplo, Suiza, Alemania, Nueva Zelanda y 
Finlandia son países en los que está muy liberalizado el comercio de las armas y, sin embargo, 
registran bajos índices de delincuencia, de homicidios y de delitos de sangre con armas de fuego. Me 
parece que está claro que los delincuentes no van a regularizar nada. 


SEÑOR ROSADILLA.- Propongo que la Comisión haga un cuarto intermedio de cinco minutos. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la moción del señor Senador Rosadilla. 

(Se vota:) 

-5 en 6. Afirmativa. 
La Comisión pasa a cuarto intermedio por cinco minutos. 

(Así se hace. Es la hora 17 y 26 minutos.) 

(Vueltos a Sala) 

-Se reanuda la sesión. 

(Es la hora 17 y 36 minutos.) 

Voy a leer los artículos que estamos votando. 


“Artículo 7* (Otras medidas).- Cuando el delito sea competencia de los Juzgados Letrados de 
Primera Instancia Especializados en Crimen Organizado, serán de aplicación los artículos 4%, 5%, 6* y 72 
de la Ley N* 18.494, de 5 de junio de 2009, en lo pertinente”. 


Mientras buscamos en las disposiciones citadas los artículos mencionados de la Ley N* 
18.494, quiero decirles que el artículo sobre “Delito de tráfico interno, uso y fabricación ilegal de armas 
de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados”, queda como estaba, a menos que 
de hoy a la sesión extraordinaria encontremos una redacción que contemple el reclamo del señor 
Senador Pasquet, en cuyo caso podemos hacer circular el texto alternativo para no hacerlo en Sala -y 
así evitar problemas tales como los que han sucedido últimamente con este tema de introducir cosas 
en Sala- y firmarlo antes de que ingrese a consideración del Senado. 


En las disposiciones citadas figuran los artículos 6% y 7, pero no el 4” y el 5*. 


SEÑOR ROSADILLA.- Hemos hecho un acuerdo de votar este proyecto de ley en el día de hoy, pero 
trasladar su consideración en el Senado para la semana que viene, en una sesión extraordinaria, aun 
con los defectos que tiene y trabajando en Sala para mejorarlo. Es peor que no circule a que quede 
con algún problema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el artículo -no vamos a tener en cuenta los números- cuyo 
nomen juris es: “Delito de Tráfico interno, uso y fabricación ¡legal de armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados” en la versión que teníamos, siempre previendo que 
podamos recoger las recomendaciones del señor Senador Pasquet respecto al tiempo de entrada en 
vigencia de algunos delitos como depósito, etcétera. 


(Se vota:) 
-4 en 5. Afirmativa. 


Se va votar el artículo cuyo nomen juris es “Otras medidas”. Solicitamos a Secretaría que, por 
favor, revise las referidas de la Ley N* 18.494, puesto que hemos hecho una revisión y no coinciden 
exactamente. 


(Se vota:) 
-4 en 5. Afirmativa. 


Se pasa a votar el artículo que lleva como nomen juris: “Medidas especiales”. Hay una 
referencia a los artículos 62 y 63 de la Ley N* 14.294 en la redacción dada por el artículo 2% de la Ley 
N* 18.494. Esta norma refiere a la imposibilidad de que los materiales incautados vuelvan al mercado. 
Recordemos que están en latencia, se destruyen o se reciclan, pero nunca pueden volver al mercado. 


(Se vota:) 


-4 en 5. Afirmativa. 


Se vota el artículo que tiene por nomen juris: “Competencia”. En esta disposición se amplía la 
competencia a los Juzgados Letrados de Primera Instancia Especializados en Crimen Organizado 
prevista por el artículo 414 de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008, incorporándose el delito de 
tráfico internacional de armas de fuego, accesorios, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados. A su vez, se incorpora el delito de tráfico interno y fabricación ilegal de armas de fuego, 
accesorios, municiones, explosivos y otros materiales relacionados, cuando exista participación de una 
organización criminal. 


(Se vota:) 


-4 en 5. Afirmativa. 


El último artículo lleva por nomen juris “Derogaciones”. Solicitamos a Secretaría que en este 
caso también chequee la referida al numeral 12 del artículo 365 del Código Penal aprobado por Ley N* 
9.155, de 4 de diciembre de 1933 y el artículo 216 de la Ley N* 15.093, de 10 de noviembre de 1987, 
Código de Faltas. 


Se va a votar. 


(Se vota:) 


-4 en 5. Afirmativa. 


Corresponde designar Miembro Informante y chequear las referidas. La votación en el 
Plenario queda, como se dijo, para una sesión extraordinaria la próxima semana, a efectos de que 
todos puedan tener acceso a este texto y prepararse para la sesión, tal como nos solicitó el señor 
Senador Moreira. 


Proponemos al señor Senador Michelini como Miembro Informante. 


Se va a votar. 


(Se vota:) 


-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 44 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


